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El Senado ha aprobado una proposición de Ley del Partido Popular que tiene como obje-

tivo que los trabajadores autónomos formen parte del Consejo Económico y Social (CES).

La proposición reforma una Ley de 1991, por la que se creó el CES, para saldar una deuda

histórica con casi tres millones de autónomos, ya que no existe ninguna razón para que

no formen parte de un órgano en el que sí están representados los trabajadores por cuen-

ta ajena, los empresarios, los agricultores, los pescadores, los consumidores y los coope-

rativistas. Es decir, resulta necesario que los autónomos tengan consejeros que les repre-

senten en el órgano consultivo máximo en materia económica y laboral, ya que es un

contrasentido que no puedan pronunciarse sobre los proyectos legislativos del Gobierno

quienes tienen un papel trascendental en la economía. Prueba de esta relevancia es el

papel protagonista que han tenido las innumerables profesiones liberales durante los úl-

timos años en la creación de empleo. 

Por ello, la proposición de Ley plantea que este colectivo cuente con tres vocales, que for-

marían parte del llamado grupo tercero. En la actualidad, el CES se compone de 61 miem-

bros repartidos en tres grupos. El grupo primero lo forman 20 consejeros, designados por

las organizaciones sindicales en proporción a su representatividad. El segundo está inte-

grado por otros 20 consejeros, extraídos de las organizaciones empresariales. En el terce-

ro es donde están enclavados los sectores agrarios, con tres consejeros, los productores

marítimo-pesqueros, con otros tres, los consumidores y usuarios con cuatro, y las coope-

rativas y sociedades laborales, con otros cuatro. Los seis restantes son expertos en distin-

tas materias. Se ha propuesto para que sea Ley que el número de consejeros se eleve a 70

miembros. Los nueve nuevos representantes se repartirían entre los tres grupos, que pa-

sarían a tener 23 miembros cada uno, para no romper la proporcionalidad. Así, los traba-

jadores tendrían 23 representantes, los empresarios otros tantos, y, en el tercer grupo, ha-

bría un nuevo sector representado, el de los autónomos, con tres consejeros, no variando

el resto. La modificación es pequeña desde el punto de vista jurídico, pero enorme desde

la perspectiva política, ya que tendría el significado histórico de dar el protagonismo que

merece y que reclama a un sector muy importante de nuestra economía.

La designación de los tres autónomos debe ser propuesta por las asociaciones más repre-

sentativas que les agrupen. Por consiguiente, el colectivo de graduados sociales, a través de

su máximo órgano de representación, que es el Consejo General de Colegios Oficiales, está

ante un nuevo reto para conseguir que nuestra profesión esté en el lugar que le correspon-

de. Debe conseguir, en el trámite de modificación de la Ley que se ha propuesto, que se es-

tablezca que el Consejo General que nos aglutina, tenga voz y voto para la designación de

esos tres autónomos que se quiere formen parte del Consejo Económico y Social. No en

vano, estamos obligatoriamente incluidos en el «Régimen especial de trabajadores por cuen-

ta propia» de la Seguridad Social, en el cual damos ejemplo de cotizaciones altas, acordes

con los ingresos, mientras que la adscripción a las distintas asociaciones de autónomos es

voluntaria y la misma difícilmente alcanzará la que tienen los colegios profesionales.

E d i t o r i a l

José Blas Fernández Sánchez, 
presidente del Colegio Oficial
de Graduados Sociales de
Cádiz 

Nuevo reto

para la

profesión



¿Es la Inspección de Trabajo un cuerpo “utilizado”

por quienes quieren resarcirse de viejas rencillas y

sólo buscan el daño del denunciado?

A veces sí. Somos conscientes de que la Inspección es ins-

trumentalizada muchas veces, tanto en el plano individual

como colectivo, por sujetos que persiguen fines distintos a

los reflejados en la denuncia. Sin embargo, creo que no

existe un grado de denuncia demasiado alto, teniendo en

cuenta el nivel de incumplimiento empresarial que hay en

todos los órdenes. 

También hay que comprender que el temor a posibles repre-

salias empresariales hace que un trabajador no denuncie a su

empresario hasta que deja de pertenecer a la empresa, en

cuyo caso, a veces, le mueve ya el puro deseo de resarcirse de

alguna manera. En este sentido, considero muy importante

el papel que, como denunciantes, pueden jugar tanto las

asociaciones de empresarios como los colegios profesionales,

en especial el de los graduados sociales, puesto que sabemos

que el empresario que incumple sistemáticamente la ley

hace una competencia desleal al resto. Esta colaboración con

la Inspección de Trabajo haría nuestras actuaciones más efi-

caces y permitiría igualar más el mercado.

¿Considera que algunos inspectores de Trabajo o

subinspectores de Empleo utilizan la presunción de

certeza cuando no obtienen pruebas suficientes

para sustentar un acta?

En general creo que no. Si en algún caso aislado se actúa de

esa manera estaríamos ante un uso desnaturalizado y abu-

sivo de la presunción de certeza. En tal caso, debemos tener

en cuenta que la presunción de certeza no exime de la

carga de la prueba, sino que es simplemente un instru-

mento legal que convierte al inspector o subinspector en

fedatario público, ayudándole en su ejercicio profesional.

Pensemos que la visita de Inspección de Trabajo es una vi-

sita ágil y directa al administrado, en su centro de trabajo,

con entrevista a trabajadores y, muchas veces, simplemen-

te con constatación ocular del hecho ilícito.

Si entrevistas a un trabajador y sus manifestaciones son

esenciales para el acta, si ves a un trabajador en situación

de riesgo de caída de altura, o si en la visita tienes ocasión

de ver un documento que posteriormente el empresario no

te aporta, la presunción de certeza es el instrumento que

servirá para reforzar esa prueba testifical, ocular o docu-

E n t r e v i s t a

Eugenio Santa-

Bárbara Martínez
Inspector de Trabajo y Seguridad Social
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La labor de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social, tan importante en el
ámbito de nuestro desenvolvimiento
profesional es, a veces, poco conocida.
Por eso hemos querido adentrarnos en
ella preguntando a Eugenio Santa-
Bárbara Martínez, inspector de la
provincia de Cádiz, quien ha sido, desde
1999 a 2002, presidente de la Asociación
Profesional de Inspectores de Trabajo y
Seguridad Social. Sus respuestas
clarifican algunas de las situaciones con
que a diario nos encontramos los
graduados sociales.
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mental, ya que, si no fuera así, tendríamos que ir con cá-

mara de fotos, grabadora o amparándonos en órdenes ju-

diciales que entorpecerían enormemente nuestras actua-

ciones, por no hablar de los problemas jurídicos y de valor

de la prueba que conllevaría. Por ello es importante que la

presunción de certeza esté siempre en manos de funciona-

rios públicos independientes, que asumen una alta respon-

sabilidad profesional y a los que se exige un nivel de com-

petencia avalado por un duro proceso de oposiciones.

¿Qué opinión le merece el recurso permanente, por

parte de algunas comunidades autónomas, de es-

grimir la falta de inspectores de trabajo para justifi-

car la alta siniestralidad laboral?

Todo depende del papel que se le asigne a la Inspección de

Trabajo en este campo. Si le asignamos una función pre-

ventiva, según la cual tuvieran que visitarse todos los cen-

tros de trabajo asesorando y requiriendo al empresario, a

mayor actividad económica mayor tendría que ser siempre

el número de inspectores. Si por el contrario tenemos claro

que el papel de la Inspección de Trabajo es fundamental-

mente represivo, como titular de la potestad sancionadora

de la Administración para sancionar los casos de incumpli-

miento grave o reiterado, el número sería sin duda mucho

menor.

Evidentemente, la Inspección de Trabajo juega un papel

crucial ante este problema, sobre todo en un momento en

que sabemos que el nivel de incumplimiento material de la

norma es muy alto. Sabemos que no existe relación entre

el número de sanciones y las cifras de accidentes.

La auténtica solución del grave problema de la siniestrali-

dad laboral pasa por la educación y la cultura. Empresarios

y trabajadores tienen que asumir la conciencia y la respon-

sabilidad de garantizar la seguridad y salud de estos últi-

mos, y la Administración, en sus distintas áreas, debe cola-

borar para que ese fin se consiga (también reprimiendo

conductas ilegales), pero no puede asumir una responsabi-

lidad distinta de la que le corresponde.

¿Qué confianza le merece cuando en sus visitas

como inspector de Trabajo comprueba que la em-

presa está asesorada por un graduado social?

Evidentemente mucho mayor que cuando esa figura no

existe. Tengo claro que el graduado social es el primer ga-

Eugenio Santa-Bárbara 

Títulos

" Licenciado en Derecho por la Universidad de Cádiz en 

junio del año 1989.

" Inspector de Trabajo y Seguridad Social desde 1992, ob-

teniendo el número 1 del turno libre del proceso de opo-

sición, habiendo tenido destinos administrativos en

Álava, Córdoba y Cádiz. 

" Técnico Superior en Prevención de Riesgos Laborales.

Otros puestos desempeñados en 
la Administración

" Vocal del Equipo de Valoración de Incapacidades de la

Dirección Provincial del Instituto Nacional de la Seguri-

dad Social de Córdoba desde mayo de 1996 a octubre de

2000.

" Presidente del Consejo Comarcal del Instituto Nacional

de Empleo de Palma del Río (Córdoba) desde noviembre

de 1996 hasta junio de 2001.

Méritos

" Profesor en diversas jornadas y cursos celebrados den-

tro del seno de la Administración Pública.

" Profesor de la Escuela de Práctica Laboral dentro de los

estudios acogidos al convenio entre la Universidad de

Córdoba y el Colegio Oficial de Graduados Sociales de

Córdoba, desde el curso 1994/95 hasta el curso 2000/01.

" Profesor del Master MBA de Dirección y Administra-

ción de Empresas de la Fundación Ideor de la Cámara de

Comercio de Córdoba desde el curso 1998/99 a 2000/01,

y del Master de Técnico Superior de Prevención de Ries-

gos Laborales de la Fundación Ideor de la Cámara de Co-

mercio de Córdoba durante el curso 2000/01

" Ponente en diversas jornadas sobre inspección de tra-

bajo a nivel nacional e internacional en el marco de la

OIT y de la Unión Europea. 

Otros méritos

" Presidente de la Asociación Profesional de Inspectores

de Trabajo y Seguridad Social española desde enero de

1999 a mayo de 2002.

" Vocal de la Junta de Gobierno del Sindicato de Inspec-

tores de Trabajo y Seguridad Social desde junio de 2002.
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rante del cumplimiento de la ley en el orden social. Con su

labor de asesoramiento y orientación al empresario debe lle-

var al mismo a cumplir con la legalidad vigente, obviamente

de la manera que le sea más ventajosa. El empresario que

cumple con la normativa se ahorrará muchos problemas, y

para ello la labor del graduado social es imprescindible.

También facilita mucho una inspección el tener como inter-

locutor a un graduado social, quien habla nuestro mismo

lenguaje y conoce los asuntos objeto de inspección. En tu

trabajo llegas a entablar una buena relación profesional, in-

cluso a veces personal, con muchos de ellos, aunque, como

en todos los colectivos, valoras más a unos que a otros. No

obstante, echo en falta que el empresario acompañe más al

asesor en las inspecciones, que creo es algo positivo y da

transparencia a la actuación inspectora.

La jurisdicción contenciosa-administrativa ha aco-

gido, por imperativo legal, muchas materias que se

residenciaban en la jurisdicción del orden social.

¿Cree usted que la jurisdicción contenciosa es la

adecuada para conocer temas socio-laborales? ¿No

sería más correcto que se debatiesen en los Juzga-

dos de lo Social? 

El ámbito laboral es un orden muy especial, no sólo por la

naturaleza y el número de los conflictos que se suscitan

entre dos partes con intereses diferenciados, sino también

por la especialidad del cuerpo normativo que lo regula. En

tal sentido creo que la resolución de conflictos en este

campo debe hacerse por órganos especializados, conocedo-

res no sólo de la norma reguladora, sino también de la rea-

lidad social en que el conflicto surge. Por ello, particular-

mente no me gustaron algunas reformas legislativas que re-

sidenciaron en los tribunales cuestiones de las que antes co-

nocía la administración laboral, y en concreto la Inspección

de Trabajo, como órgano especializado, independiente y co-

nocedor de primera mano de la realidad sociolaboral.

Este mismo argumento podría aplicarse al cambio de juris-

dicción. En la medida que la contencioso-administrativa

no pueda dar una buena respuesta por falta de especializa-

ción, por saturación, por falta de agilidad o por alejamien-

to de la realidad sociolaboral en la que debe dictar sus de-

cisiones, podría redundar en perjuicio de la justicia social.

Los graduados sociales, a través del Sistema

Delt@, venimos estampando nuestra firma digital

en los partes de accidentes de trabajo cuando sólo

conocemos el siniestro por la versión que nos dan

las empresas. ¿Considera que podría incurrirse en

alguna responsabilidad cuando el parte es debati-

do en alguna sede jurisdiccional y los hechos del

mismo no se ajustan a la realidad?

El parte de accidente de trabajo es un documento que re-

coge de forma sucinta algunos datos fundamentales de un

accidente de trabajo: identidad de empresa y accidentado,

lugar y momento del accidente, forma de producción del

mismo, etc. Como tal documento, breve e inmediato, debe

dar una información precisa y veraz sobre elementos tan

esenciales como las personas involucradas, lugar, etc., que

son hechos fehacientes. Lo que no puede dar es una con-

clusión sobre las causas del accidente o sobre la forma de

producción el mismo, por ser hechos complejos que se de-

terminarán tras una investigación posterior, debiendo li-

mitarse, en estos últimos casos, a dar una aproximación lo

más fiel posible a la realidad.

Es aquí donde el graduado social actúa también, en cierto

modo, como garante en la forma anteriormente expuesta.

Por ello no debe limitarse a la confección de un impreso

partiendo de una información muchas veces obtenida de

una persona de la empresa carente de toda cualificación.

Debe hacer una gestión directa ante el empresario, mando

intermedio o técnico competente, a fin de obtener una in-

formación lo más veraz posible.

En la Inspección, a menudo detectamos errores en los

partes (en la consignación del lugar del accidente, la no

cumplimentación de la fórmula de gestión de la preven-

ción elegida por el empresario, etc.), que el propio gra-

duado social podría conocer simplemente realizando una

pequeña gestión, con frecuencia limitada a una consulta

de los datos de afiliación de un trabajador. Por ello es im-

portante la intervención del graduado social en estos

casos, teniendo en cuenta que el parte abrirá la puerta de

una investigación con importantes consecuencias para

empresas y trabajadores. No obstante, de ahí a poder ge-

nerar consecuencias profesionales, a no ser en casos muy

flagrantes de dolo o negligencia grave, hay, en mi opi-

nión, mucha distancia.

Qué opinión le merece la posible desaparición

de los contratos temporales para que, exclusiva-

mente, salvo excepciones, sólo se realicen los
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de carácter indefinido. ¿Disminuiría con ello la

tasa de desempleo?

Creo que es importante adecuar las figuras contractuales a

las necesidades del mercado de trabajo, teniendo siempre en

cuenta la seguridad jurídica de los trabajadores y con ten-

dencia a favorecer siempre la estabilidad en el empleo.

Dicho de otra manera, está bien que la regla general sea la

del contrato indefinido (expresión que me gusta más que la

de fijo), pero sin desconocer el hecho de que las empresas

tienen necesidades temporales de contratación.

En mi opinión, ha habido dos errores legislativos en la re-

forma de la contratación temporal en España. Una de ellas

fue la eliminación del contrato de fomento de empleo, el

cual no necesitaba causa, se sujetaba a determinados lími-

tes (tres años de duración, no amortización previa de pues-

tos de trabajo, etc.) y, tras su finalización, el trabajador per-

cibía una indemnización económica. Esta figura, a mi en-

tender, dio muy buenos resultados, puesto que permitía sa-

tisfacer las necesidades temporales de contratación sin

tener que acudir a mentiras ni ejercicios de ingeniería jurí-

dica. Daba mayor seguridad jurídica al trabajador, el cual,

en muchos casos, se quedaba definitivamente en la empre-

sa hasta la terminación del contrato, de manera que era

fácil de controlar por parte de la Administración. El otro

error fue la supresión del contrato por lanzamiento de

nueva actividad o apertura de nuevo centro de trabajo,

pues es razonable que una empresa que empieza no pueda

acudir directamente a la contratación indefinida. Por ello,

creo que habría que hacer una reforma en materia de con-

tratación temporal, que podría pasar por resucitar estas fi-

guras (lo que haría desaparecer, en gran medida, contratos

que se han prestado mucho al fraude, caso del eventual por

circunstancias de producción) y manteniendo otras como

el contrato de obra para sectores como el de la construc-

ción, o el de interinidad, que clarificaría mucho más el pa-

norama de la contratación temporal en España.

Por otro lado, creo que el empresario debe perderle el miedo

a la contratación indefinida, para lo cual el colectivo de gra-

duados sociales tiene un papel importante a desempeñar.

9
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Nuria Auxiliadora

Orellana Cano
Magistrada del Juzgado 

Mercantil de Cádiz

¿Qué le supone haber sido la primera magistrada-

juez de lo Mercantil de una provincia como la de

Cádiz?

Orgullo. De una parte por haber estrenado uno de estos

juzgados cuyo antecedente se remonta a los antiguos Tri-

bunales de Comercio, derogados por el Decreto de Unifica-

ción de Fueros de 1868; y de otra parte, y fundamental-

mente, porque yo he nacido en esta provincia, en concre-

to en Jerez de la Frontera, y de hecho, mis tres destinos

como juez han sido dentro de la provincia de Cádiz: pri-

mero en Sanlúcar de Barrameda, después en El Puerto de

Santa María y ahora en Cádiz.

¿Era necesaria la nueva Ley Concursal?

Sí, por supuesto. En primer lugar, por la dispersión norma-

tiva y la diversidad de procedimientos características de la

legislación anterior. La Ley Concursal ha optado por los

principios de unidad legal, de disciplina y de sistema, de

forma que el concurso de acreedores se aplica a todas las si-

tuaciones de insolvencia -provisional y definitiva- y a

todos los deudores –comerciantes y no comerciantes-. En la

regulación anterior había cuatro procedimientos de insol-

vencia (quiebra, concurso de acreedores, suspensión de

pagos y quita y espera), se distinguía entre comerciantes y

no comerciantes, y se dispersaba en una pluralidad de nor-

mas (Código Civil, LEC de 1881, códigos de comercio de

1829 y 1885, Ley de Suspensión de Pagos, Ley sobre Quie-

bras de las Compañías de Ferrocarriles, Canales y demás

Obras Públicas...). La doctrina venía reclamando una refor-

ma concursal que supliera las deficiencias de la legislación

anterior, que, tras diversos proyectos legislativos (Propues-

ta de Anteproyecto de 1995, Anteproyecto de Ley Concur-

sal de 2000 y Proyecto de Ley de 2002), se ha plasmado en

la Ley 22/2003 Concursal, de 9 de julio, complementada

en aquellas materias que habían de ser reguladas por Ley

Orgánica, con la Ley Orgánica 8/2003 para la Reforma

Concursal, de la misma fecha. 

¿Considera adecuadas las instalaciones de esta

sede judicial o carecen de medios?

Las considero adecuadas, pero todavía carecemos de algu-

nos medios necesarios. El juzgado se ubica en la segunda

planta del Palacio de Justicia, en la que fuera vivienda del

presidente de la Audiencia Provincial, cuyas instalaciones

ha cedido para la ubicación del Juzgado de lo Mercantil.

Sin embargo, por ejemplo, no tenemos fotocopiadora, que

resulta imprescindible para la tramitación de los concursos

de acreedores. Esperemos que en breve se proceda a pro-

porcionarla por parte de la Delegación de Justicia de la

Junta de Andalucía.

¿Conocía al colectivo de graduados sociales antes

de estar en esta jurisdicción?

10

Desde el día 1 de septiembre funciona en
Cádiz un Juzgado de lo Mercantil. Al frente del
mismo está la magistrada Nuria Auxiliadora
Orellana Cano, quien desde su ingreso en la
carrera judicial ha desarrollado su actividad en
nuestra provincia. A ella se ha dirigido
"Avante Social" para tratar de la importancia
de la Ley Concursal, donde los graduados
sociales tenemos un relevante campo de
actuación profesional. Sus respuestas son
harto interesantes
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Sí, ya que precisamente ejerzo de profesora de la Escuela

Universitaria de Relaciones Laborales y Trabajo Social de

Jerez de la Frontera desde 1995. He impartido clases tanto

en la diplomatura de Relaciones Laborales como en la de

Trabajo Social, y actualmente imparto la asignatura de De-

recho Cooperativo y de Sociedades en dicha escuela. 

En estos momentos, ¿cuántos procedimientos lleva

este Juzgado de lo Mercantil?

La competencia de los Juzgados de lo Mercantil viene esta-

blecida en el art. 86 tercero de la Ley Orgánica del Poder Ju-

dicial, y abarca no sólo la materia concursal, sino también

el conocimiento de los procedimientos relativos a derecho

de sociedades y cooperativas, transporte nacional e inter-

nacional, propiedad intelectual y publicidad, defensa de la

competencia, propiedad industrial, derecho marítimo,

condiciones generales de la contratación, recursos contra

las resoluciones de la DGRN en materia de recurso contra

la calificación del registrador mercantil, procedimientos de

aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comu-

nidad Europea (normativa “antitrust” comunitaria) y pre-

tensiones sobre aplicación de la normativa de arbitraje en

las materias anteriormente mencionadas. La entrada de

asuntos en este Juzgado está siendo gradual, pero se apre-

cia un incremento progresivo, fundamentalmente en ma-

teria concursal y de sociedades. 

Cuando este Juzgado pide inhibirse a un Juzgado de

lo Social de aquellos procesos que lleva y se hace

cargo de ellos, ¿cree que los trabajadores se ven

afectados por una mayor lentitud o por el contrario

se agilizan sus demandas?

Bueno, este Juzgado talmente no “pide inhibirse” a los Juz-

gados de lo Social. Lo que ocurre es que la Ley Concursal,

en su art. 8, y la LOPJ, en su art. 86 tercero, atribuyen de-

terminadas competencias en materia social a los Juzgados

de lo Mercantil, que impiden que los jueces de lo Social

puedan conocer de dichas materias una vez declarado el
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concurso, y en su caso, la Ley sanciona con nulidad lo ac-

tuado (art. 50 LC). La competencia social de los Juzgados

de lo Mercantil se extiende a los expedientes de modifica-

ción sustancial de las condiciones de trabajo, suspensión o

extinción colectivas de las relaciones laborales, y la sus-

pensión o extinción de los contratos del personal de alta

dirección, en los casos en que sea empleador el concursa-

do. Algunas de estas competencias, en las situaciones ex-

traconcursales, tampoco corresponden a la jurisdicción so-

cial, sino que se atribuyen a la autoridad laboral, como son

los Expedientes de Regulación de Empleo (ERE). De otra

parte la LC ordena la paralización de ejecuciones en trámi-

te e impide el inicio de nuevas ejecuciones después de la de-

claración de concurso (art. 55 LC), entre las que se incluyen

las ejecuciones laborales de las que esté conociendo o vaya

a conocer el juez de lo Social. Pero en estos casos tampoco

significa que la ejecución laboral que se suspenda en el Juz-

gado de lo Social se remita al Juzgado de lo Mercantil, sino

que el juez del concurso lo que hará será dar a ese crédito

laboral el tratamiento concursal que corresponda. Por ex-

cepción, sólo podrán continuarse las ejecuciones laborales

en las que se hubieran embargado bienes del concursado

con anterioridad a la declaración de concurso, siempre que

los bienes objeto de embargo no resulten necesarios para la

continuación de la actividad profesional o empresarial del

concursado. En cuanto a la agilidad en la tramitación de los

procedimientos, en el caso de los Juzgados de lo Social de-

penderá de la carga de trabajo que los mismos soporten.

Respecto de la intervención de los trabajadores en el con-

curso de acreedores, debe tenerse en cuenta que la LC ha

sido muy rigurosa en los plazos, para intentar que el con-

curso de acreedores se tramite en el menor plazo posible.

Los graduados sociales tienen en esta jurisdicción

reconocida su figura procesal. ¿Cómo valora este

logro y qué le parece esta figura?

Valoro este logro de forma muy positiva. Dadas las compe-

tencias sociales que se han otorgado al juez del concurso,

la LC ha previsto en su art. 184 la intervención de los gra-

duados sociales en el concurso de acreedores, para la re-

presentación y defensa de los trabajadores, remitiéndose a

la Ley de Procedimiento Laboral.

¿Considera necesaria la denominada Ciudad de la

Justicia para Cádiz?

La verdad es que sí. No llevo mucho tiempo como titular

del Juzgado de lo Mercantil de Cádiz (en concreto desde el

1 de septiembre de 2004), pero resulta una realidad la dis-

persión de juzgados en Cádiz hasta en cinco sedes distin-

tas. En concreto, en el Palacio de Justicia, el Juzgado de lo

Mercantil es el único órgano unipersonal. Y su creación

no es necesaria sólo desde la perspectiva de los jueces, se-

cretarios y funcionarios de Justicia, sino también, y fun-

damentalmente, de la de los diversos profesionales que in-

tervienen, que en ocasiones tienen señalamientos en dis-

tintos juzgados, y tienen que estar desplazándose de una

sede a otra.

Desea añadir alguna cosa más.

Nada más, sólo agradecer la invitación a participar en este

número de la revista Avante Social, a la par que felicitarles

por la misma.

Nuestra portada
Desde que «Avante Social» inició su nueva etapa de ma-

quetación y contenidos, la portada de cada número, hasta

el presente, ha sido una imagen relacionada con nuestra

región. En éste la portada es una fotografía del puerto de

Ceuta, cuyos graduados sociales están adscritos al Colegio

de Cádiz. Resulta una bella estampa de la que es conside-

rada una de las llaves del estrecho de Gibraltar. Un puerto

que, por número de pasajeros entrados y salidos, llegó a fi-

gurar entre los tres más importantes de España.

Fotografía: Hamadi Ananou





¿Cómo valora el papel de los graduados sociales en

nuestra provincia?

El tejido empresarial gaditano está compuesto mayorita-

riamente (más de un 95%) por pymes y micropymes. Por

lo tanto, los empresarios dedicados a la gestión de sus em-

presas deben delegar la tramitación administrativa a los

graduados sociales, profesionales a los que hay que estar

enormemente agradecidos por el papel fundamental que

juegan. Sin ellos, las tareas frente a las administraciones

públicas, tales como la Seguridad Social, Hacienda o el

SAE, serían bastante difíciles de afrontar. La actividad de

las pymes, sin profesionales que contribuyan a la supera-

ción de las múltiples cargas administrativas que deben lle-

var a cabo, sería enormemente complicada, de ahí la rele-

vancia de la función del graduado social en el mundo de

la empresa y su importante contribución al correcto desa-

rrollo de la actividad de éstas.

¿Ve compatible la labor de los graduados sociales

con la de las organizaciones empresariales?

En mi opinión, no sólo son total y absolutamente compa-

tibles, sino que además considero necesaria la colabora-

ción entre ambas. Desde las organizaciones empresariales

somos totalmente respetuosos y valoramos en gran medi-

da la importante labor de estos profesionales, como no

podía ser de otra manera. Además, la colaboración que

mantenemos con muchos de ellos, como asesores de algu-

nas empresas, ha sido continua y permanente, siempre

respetando su función y las tareas que desempeñan. Por

otro lado, consideramos que la participación de las pymes

y su inclusión en las organizaciones empresariales es clave.

Hay que entender y destacar que éstas no sólo son organi-

zaciones prestadoras de servicios, sino que también juegan

un importante papel en la defensa de los intereses empre-

sariales, por lo que realizan una labor reivindicativa fun-

damental, estando totalmente implicadas y comprometi-

das con el desarrollo socioeconómico del territorio en el

que están implantadas. Además, son interlocutores válidos

ante la Administración y los sindicatos, con quienes man-

tienen un diálogo permanente. Por tanto, me gustaría des-

tacar esa colaboración entre las organizaciones empresa-

riales y los graduados sociales como muy positiva, impor-

tante y necesaria.

¿Cuáles son los retos que a su parecer debe afron-

tar la pyme gaditana? 

E n t r e v i s t a

Miguel González Saucedo ha sido reelegido
recientemente presidente de la Confederación
de Empresarios de Cádiz, organismo donde ya
ha desarrollado una importante labor y para el
que tiene unos proyectos muy interesantes
que pueden redundar favorablemente en la
economía de nuestra provincia. González
Saucedo es un gran conocedor de la
problemática empresarial y de lo que resulta
más beneficioso para las entidades a las que
representa, como es un buen asesoramiento,
que entiende procede de los graduados
sociales. Las declaraciones que hace para
nuestra revista lo demuestran. 

Miguel González

Saucedo
Presidente de la Confederación 

de Empresarios de Cádiz
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Estamos viviendo momentos de cambio, en los que encon-

tramos unas condiciones de mercado donde la globaliza-

ción es la característica fundamental. La empresa gaditana

debe hacer esfuerzos mayores para afrontar los retos que

supone este nuevo escenario. En menos de una década se

han creado 11.000 empresas en la provincia, hasta llegar a

las más de 57.000 con las que contamos en la actualidad,

de manera que Cádiz ha demostrado un gran dinamismo

empresarial en estos últimos años. Ahora bien, hace falta

que estas empresas sean competitivas para que puedan so-

brevivir a las nuevas condiciones de mercado. Para ello, es

necesario insistir más en la importancia de la internacio-

nalización de nuestras empresas y hacer avances en mate-

ria de tecnología, innovando en los procesos productivos.

Siempre digo que en nuestra provincia tenemos abundan-

tes recursos, pero no hemos conseguido que el valor aña-

dido permanezca aquí. Entre otros aspectos, deviene cru-

cial una mayor incisión en la formación cualificada. Por úl-

timo, me gustaría añadir que para que la empresa gaditana

dé un salto hacia adelante, debemos contar con el apoyo de

la Administración, reflejado no tanto en las ayudas desti-

nadas a las empresas, como en la agilidad y en la eficiencia

de los procesos y los trámites administrativos, de manera

que la actividad empresarial no se convierta en una trave-

sía por el desierto. 

Acaba de ser reelegido presidente de la CEC. ¿Qué

balance hace de estos cuatro años de mandato?

Sin duda, sumamente positivo y enriquecedor. Gracias a la

labor desarrollada por mis antecesores en el cargo, la CEC

es una organización consolidadan que no se contenta con

eso e intenta siempre ir un paso por delante, trasladando al

empresario gaditano las exigencias que debe asumir para

lograr la competitividad. Evidentemente, adelantarse a los

acontecimientos e intentar que las empresas estén infor-

madas de los retos que deberán afrontar de cara al futuro,

exige esfuerzo y dedicación. Por ello, en la CEC contamos

con un equipo de técnicos que ofrecen los más avanzados

servicios a los empresarios. Unos servicios que se han ido

ampliando y mejorando estos años y que abarcan campos

como la asesoría jurídico-laboral, formación, asesoría eco-

nómico-fiscal, prevención de riesgos laborales, unidad de

creación y financiación de empresas, unidad medioam-

biental, unidad de orientación e inserción profesional, ga-

binete de asesoramiento tecnológico... Otro dato impor-

tante es que de las tres sedes con las que contábamos en

2001 en Cádiz, Jerez y Algeciras, hemos pasado a nueve

con los centros de Sanlúcar, Arcos, Chi-

clana, Barbate, Olvera y La Línea. Esta

expansión territorial de la organización

permite estar más cerca y llegar a un

mayor número de empresarios. También

me gustaría destacar el fortalecimiento

de nuestro músculo asociativo, especial-

mente en la sierra gaditana, así como la

labor de promoción de suelo industrial

que hemos llevado a cabo estos años, ya

que consideramos que en la provincia

sufrimos de escasez de suelo industrial

adecuado para las empresas. 

¿Cuáles son los objetivos de la CEC en este nuevo

mandato que afronta? 

Nuestra intención es seguir en la misma línea y con los

mismos objetivos que definen a la CEC: la defensa de los

intereses empresariales y la contribución al desarrollo so-

cioeconómico de la provincia de Cádiz, reivindicando

aquellas cuestiones que contribuyen al mismo (como es el

caso de las infraestructuras, cuyo atraso nos preocupa) y

mejorando cada vez más la prestación de servicios avanza-

dos a los empresarios. Además, tenemos proyectos que

verán la luz estos próximos años, como la inauguración de

una nueva sede en Cádiz y el edificio empresarial de Jerez,

en el que la CEC compartirá espacio con la Cámara de Co-

mercio y el Ayuntamiento de Jerez. En definitiva, tanto yo

como todos los profesionales que integran la CEC, nos po-

nemos al servicio de los empresarios gaditanos mantenien-

do siempre los valores que han definido a las organizacio-

nes empresariales: la unidad de los empresarios, el diálogo

como base de las relaciones y la absoluta independencia

para reivindicar aquellas decisiones que consideremos con-

trarias a los intereses de los empresarios. 
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Para que la empresa gaditana dé un salto hacia adelante

debemos contar con el apoyo de la Administración, re-

flejado no tanto en las ayudas destinadas a las empresas,

como en la agilidad y en la eficiencia de los procesos y los

trámites administrativos
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Las empresas, junto a otras inversiones necesarias para el

funcionamiento de su actividad, no pueden prescindir hoy

en día de un necesario esfuerzo suplementario: invertir en

recursos humanos. El distintivo de su singularidad como

empresa radicará finalmente en el valor añadido que sumi-

nistren los hombres y mujeres que presten sus servicios a la

misma. Indudablemente, las empresas tienen ante sí el de-

safío de «atraer a los trabajadores cualificados y lograr que

permanezcan a su servicio». 

En este horizonte, el pasado 25 de enero, la Junta de An-

dalucía firmó con los agentes económicos y sociales el VI

Acuerdo de Concertación Social, modelo andaluz de acción

concertada que viene llevando a cabo desde 1993. Este úl-

timo pacto contiene un extenso capítulo dedicado al em-

pleo («Cultura de la calidad en el empleo»), en el que han

quedado reflejadas las prioridades que la Consejería y el

Servicio Andaluz de Empleo asumen al respecto. Igual-

mente, recoge un dilatado catálogo de compromisos con-

cretos, que reflejan el conjunto de valores en que se fun-

damentan los nuevos derechos sociales que esta práctica

concertada ha contribuido a generar:

"Derecho a la intermediación laboral. Es la primera oca-

sión en la que el gobierno autónomo es competente sobre

todos los programas de estas políticas. El Servicio Andaluz

de Empleo se constituye como el organismo gestor de los

programas de políticas activas de empleo, pero, sobre todo,

se ha convertido en el instrumento clave para prestar ser-

vicios a las personas demandantes de empleo y a las em-

presas andaluzas. De esta manera, alcanza a ser una herra-

mienta de primer orden para contribuir al ajuste entre la

oferta y la demanda de empleo, que con los compromisos

adoptados en este acuerdo, quedará potenciado, especial-

mente con «la implantación progresiva de las tecnologías

de la comunicación en las relaciones con demandantes y

empresas, incluida la Oficina Virtual a través de Internet.

Ello permitirá mejorar la actualización y renovación de la

demanda, la información sobre puestos de trabajo disponi-

bles y la gestión de las ofertas de empleo y de la contrata-

ción laboral», como expresa uno de los compromisos asu-

midos en dicho acuerdo.

"Derecho a la adquisición y mejora de la empleabili-

dad. Este es el servicio básico que se presta a toda persona

demandante de empleo. Comprende, al menos, estos dos

aspectos: 

#Orientación profesional: a cada demandante de empleo

que lo desee se le realizará una «entrevista profesional de

pO p i n i ó n
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Desde la perspectiva de las
competencias que ostento como
consejero de Empleo de la Junta
de Andalucía, estimo que en la
actualidad el asesoramiento
experto a los empresarios en
materia de recursos humanos y
relaciones laborales destaca, entre
todas las actuaciones estimables
que tienen encomendadas los
graduados sociales, como un
servicio de alta cualificación. 

Los graduados sociales, cauces

de la calidad en el empleo
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empleo en profundidad en los primeros momentos de su

incorporación al Servicio Andaluz de Empleo, detectando

sus necesidades para la integración en el mercado de traba-

jo». Se le establecerá «un itinerario personalizado de inser-

ción» y se le asignará «un técnico asesor para su asistencia

y seguimiento permanente mientras dure su condición de

demandante»; etc.(...)

#Cualificación profesional: la formación para el empleo

debe suponer una oferta permanente de aprendizaje a lo

largo de toda la vida. 

"Derecho a que los poderes públicos promuevan las

condiciones para que se realice la igualdad real y efec-

tiva de las personas ante el empleo. La Consejería de Em-

pleo ha actualizado sus compromisos de incentivar la crea-

ción de empleo y el autoempleo. Pero, preferentemente, el

empleo cuya promoción se incentiva, debe ir dirigido al

logro de determinados objetivos preferenciales:

1. La incorporación al mercado laboral de las mujeres. 

2. La incorporación al mercado de trabajo de los jóvenes.

3. La incorporación al mercado de trabajo de las personas

más vulnerables socialmente.

4. La promoción del autoempleo. 

" Derecho a la seguridad y salud laboral. La lucha con-

tra la siniestralidad laboral es objetivo prioritario de esta

Consejería. Junto a las medidas contenidas en el Plan Ge-

neral de Prevención de Riesgos Laborales en Andalucía, el

VI Acuerdo contiene también un extenso elenco de medi-

das que, asumidas por esta Consejería, implementará rigu-

rosamente. 

No puedo eludir ahora referirme a dos aspectos que, ac-

tualmente, podrían constituir una valiosa contribución de

los graduados sociales. Por una parte, la de alentar a las em-

presas a que profundicen en el diálogo social y en la utili-

zación del Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflic-

tos Colectivos Laborales en Andalucía, que se ha erigido en

esta región como una pieza clave para la consecución de

mejores relaciones laborales, la contribución a un clima de

estabilidad social sostenido y la creación y el manteni-

miento del empleo de calidad. 

Por otra parte, la contribución de los graduados sociales de-

bería servir de cauce y orientación a las em-

presas, para que incorporen a su acervo cultu-

ral las buenas prácticas en las que radica la res-

ponsabilidad social empresarial. «Ser social-

mente responsable no significa solamente

cumplir plenamente las obligaciones jurídicas,

sino también ir más allá de su cumplimiento

invirtiendo más en el capital humano (...)»,

advierte el libro verde «Fomentar un marco

europeo para la responsabilidad social de las empresas».

Ninguna otra voluntad puede sustituir las iniciativas de las

propias empresas en la lucha contra la precariedad y la si-

niestralidad laboral, tanto en el cultivo de la calidad en el

empleo como en la preservación del capital social acumu-

lado. 

En el empeño de conseguir que las empresas adopten esta

visión sobre las relaciones laborales en Andalucía, esta

Consejería de Empleo volcará todos sus esfuerzos presentes

y futuros. Asimismo, anticipa su agradecimiento a los gra-

duados sociales por sus aportaciones y contribuciones en

estos propósitos.

Antonio Fernández García

Consejero de Empleo de la Junta de Andalucia 

Los graduados sociales deberían servir de cauce y

orientación a las empresas, para que incorporen a

su acervo cultural las buenas prácticas en las que

radica la responsabilidad social empresarial
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A principios de los años 90 surge la necesidad de impulsar

el establecimiento de un procedimiento de solución de

conflictos en Andalucía, cuyo origen se sitúa en la capaci-

dad de autorregulación de los sujetos colectivos en orden a

la solución concertada para resolver las divergencias exis-

tentes en el ámbito laboral. El día 3 de abril de 1996 crista-

liza la intención descrita, subscribiéndose el  «Acuerdo In-

terprofesional para la Constitución del Sistema de Resolu-

ción Extrajudicial de Conflictos Colectivos Laborales de

Andalucía» (en adelante SERCLA), publicado en el BOJA nº

48 de 23 de abril, entre la Confederación de Empresarios de

Andalucía (CEA), por una parte, y la Unión General de Tra-

bajadores (UGT) y Comisiones Obreras (CCOO) por otra,

en base a las previsiones contenidas en el artículo 83.3 del

Estatuto de los Trabajadores. Con la creación del SERCLA se

constituye un instrumento de notable interés y utilidad,

con el fin de promover los espacios de acuerdo y la gestión

participada del conflicto, así como la búsqueda de solucio-

nes basadas en el consenso y la corresponsabilidad. 

Desde su constitución, el ámbito de aplicación del SERCLA

ha afectado únicamente a conflictos de carácter colectivo.

Sin embargo, tras haberse obtenido unos resultados tan po-

sitivos durante estos años, consiguiendo la reducción de la

conflictividad laboral en nuestra comunidad autónoma,

las organizaciones sindicales y empresariales han estimado

conveniente ampliar el ámbito de actuación del SERCLA a

la resolución de determinados conflictos individuales en el

ámbito laboral: licencias y permisos; período vacacional;

traslados y desplazamientos y movilidad funcional. Todo

ello quedó recogido en el Acuerdo Interprofesional de 4 de

marzo de 2005.

Orgánicamente, el SERCLA está diseñado como una estruc-

tura que gira en torno a una comisión de conciliación-me-

diación, teniendo el arbitraje carácter restrictivo. Las comi-

siones, con naturaleza colegiada, están com-

puestas por cuatro miembros: dos represen-

tantes de la Confederación de Empresarios

de Andalucía (CEA) y dos representantes sin-

dicales, uno de UGT y otro de CCOO. Éstos

son los agentes con mayor implicación en

los conflictos, por lo que se perfilan como

los más idóneos para mediar en su solución. 

La gerencia del SERCLA corre a cargo de un

presidente, miembro elegido de forma alter-

nativa entre la representación empresarial y

sindical, por período de un año. Le acompa-

ña en su labor una secretaria, a cargo de la

comisión de conciliación-mediación. 

Aún constituyéndose como una unidad institucional para

toda la comunidad autónoma, el SERCLA tiene previsto

que su actuación pueda efectuarse de forma descentraliza-

da, celebrándose sus sesiones en cualquiera de las delega-

ciones provinciales de la Consejería de Empleo. A diferen-

cia de lo que sucede en las demás provincias andaluzas, en

Cádiz existen tres sedes para la resolución de conflictos, si-

tuándose las mismas en los municipios de Cádiz, Jerez de

la Frontera y Algeciras. 

Desde sus inicios hasta la actualidad, el incremento pro-

gresivo de expedientes presentados en el SERCLA, tanto en
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SERCLA: un instrumento eficaz para

la mejora de las relaciones laborales

Desde su constitución, el ámbito de aplicación del

SERCLA ha afectado únicamente a conflictos de ca-

rácter colectivo. Ahora se ha estimado conveniente

ampliar su ámbito de actuación a la resolución de

determinados conflictos individuales en el ámbito la-

boral: licencias y permisos; período vacacional; tras-

lados y desplazamientos y movilidad funcional



Andalucía como en la provincia de Cádiz, ha supuesto la

consolidación del sistema en ambas demarcaciones, de ma-

nera que, prácticamente, ya aborda toda la conflictividad

laboral colectiva de Andalucía, demostrándose la confian-

za depositada por las empresas y trabajadores en este orga-

nismo.

Es importante resaltar el esfuerzo, la dedicación y la cola-

boración de los mediadores de todas las organizaciones in-

tegrantes del SERCLA, quienes están actuando con talante

abierto y espíritu conciliador, imprescindibles para adoptar

las mejores soluciones en la superación de conflictos. No

hay que olvidar, tampoco, el papel fundamental que de-

sempeña la administración autonómica, reflejado en el

cada vez mejor funcionamiento del sistema.

Si centramos nuestra atención en la provincia de Cádiz, en

diciembre de 2004 se han tramitado un total de 120 expe-

dientes, afectando a 2.884 empresas y 49.155 trabajadores.

De ellos, el 75% (90 expedientes) han finalizado con la ac-

tuación efectiva de la comisión de conciliación-mediación,

con un porcentaje de acuerdos del 52,22%. En los conflic-

tos previos a la huelga es donde se obtiene un índice de

acuerdos mayor, en torno al 62%, que en términos cuanti-

tativos supone un ahorro de cerca de 173.000 horas de tra-

bajo, no perdidas como consecuencia de las huelgas des-

convocadas por la actuación del SERCLA.

La situación demuestra el alto grado de interlocución social

alcanzado en nuestra provincia y en nuestra comunidad

autónoma, imprescindible en un marco de relaciones labo-

rales moderno y democrático. Asimismo, como hemos

comprobado en la práctica, tiene un efecto tremendamen-

te positivo en el desenvolvimiento de las relaciones labo-

rales en Andalucía.

De esta forma, el SERCLA es una prueba más de que la con-

certación, el diálogo y el consenso son los instrumentos

fundamentales para la estabilidad del mundo empresarial y

de la economía regional. Este mecanismo de resolución ex-

trajudicial de conflictos constituye un instrumento útil

para las empresas, en tanto que facilita la superación de los

conflictos que surgen en el desarrollo de las relaciones de

trabajo. Del mismo modo, constituye un nuevo cauce de

diálogo y negociación, contribuyendo a la fluidez de las re-

laciones laborales, un factor de competitividad clave para

las empresas andaluzas.

El SERCLA no elimina de forma total la exis-

tencia de los conflictos, ya que ese no es su

objetivo, pero sí debemos intentar que este

sistema siga siendo el instrumento eficaz y

válido para la superación de los mismos. Por

ello, desde la Confederación de Empresarios

de la provincia de Cádiz se apuesta decidida-

mente por continuar en este camino, que tan

fructíferos resultados ha producido, y anima

a los graduados sociales a que participen activamente en

este organismo, utilizándolo para la resolución de los con-

flictos colectivos laborales en la actualidad y para los indi-

viduales en un futuro próximo. 

José Luis Ferrer Rossi

Asesor jurídico de la Confederación de 

Empresarios de la provincia de Cádiz

José Luis Ferrer Rossi, asesor jurídico de la Confederación de
Empresarios de la provincia de Cádiz
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pO p i n i ó n

El SERCLA constituye un nuevo cauce de diálogo y

negociación, contribuyendo a la fluidez de las rela-

ciones laborales, un factor de competitividad clave

para las empresas andaluzas
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El presidente de nuestro Colegio, José Blas
Fernández Sánchez, en su calidad de senador
por la provincia de Cádiz, tras la última
comparecencia en el Senado del secretario de
Estado de la Seguridad Social, Octavio
Granado, preguntó a éste por cómo discurre la
posible solución de la interpretación
perjudicial que hace el INEM del artículo 222
de la Ley General de la Seguridad Social, al
no cotizar por los desempleados cuando pasan
de incapacidad temporal a pensionistas.
Octavio Granado dijo estar interesado en que
se solucionara ese problema, el cual un
graduado social ya había denunciado en el
número 21/2004 de la Revista de Información
Laboral, Legislación y Convenios, de Editorial
Lex Nova. Sin embargo, todavía no tenemos
noticias de que tal solución se haya
producido, seguramente porque no serán
muchos los casos que se den, aunque con
uno sólo que surja ya se produce injusticia,
aparte de que si son pocos los afectados
menos coste representa rectificar el criterio.

El problema, tal como se explicó en la citada
publicación de Lex Nova, es el siguiente:

Las reformas sucesivas que ha experimentado en los últi-

mos años la prestación por desempleo dan a entender que

en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (antes de Se-

guridad Social) se tiene la idea de que existe una impor-

tante bolsa de fraude en el acceso a las mismas. Donde más

prevalece esa idea es en la entidad gestora competente para

su reconocimiento: el Instituto Nacional de Empleo. Hay

que recordar al respecto su oposición a que pudieran ser

beneficiarios de la referida protección los socios-trabajado-

res de sociedades mercantiles, lo cual derivó en numerosas

y contradictorias sentencias de los tribunales, primero, y

luego en una modificación de la Ley General de la Seguri-

dad Social para racionalizar el encuadramiento de los men-

cionados trabajadores. Muchos de ellos se vieron perjudi-

cados y se consideraron estafados por haber cotizado largo

tiempo por unas prestaciones que les eran vedadas, con el

consiguiente enriquecimiento injusto del sistema público

de protección.

También fue muy restrictivo el INEM en la aplicación del

límite máximo de ingresos para tener derecho al subsidio

asistencial por desempleo, especialmente en lo referido a

las plusvalías latentes, así como para el cómputo del tiem-

po cotizado a los efectos de acceder a la prestación por de-

sempleo de quienes están jubilados parcialmente y a la vez

tienen un contrato a tiempo parcial. En la actualidad, tam-

bién se muestra intransigente en su interpretación del ar-

tículo 222 del Texto Refundido de la Ley General de la Se-

guridad Social, en la nueva redacción dada por la Ley

24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Admi-

nistrativas y del Orden Social, con la cual provoca un efec-

to contrario al espíritu de la Seguridad Social, que es la

protección de los estados de necesidad, atendiendo prin-

cipalmente a sustituir, en lo posible, las rentas dejadas de

percibir.

Resulta que para evitar la concatenación abusiva de la pres-

tación de incapacidad temporal con la de desempleo –y así

racionalizar la renta de sustitución– se modificó el citado

artículo 222, de manera que, desde el día 1 de enero de

2002, dispone lo siguiente:

pO p i n i ó n

El INEM interpreta de forma

restrictiva el artículo 222 de la LGSS

Perjudica la cotización de los
desempleados en I.T. que pasan a
pensionistas, pero en el Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales no
se hace nada para solucionarlo.
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Cuando el trabajador se encuentre en situación de incapa-

cidad temporal, y durante la misma se extinga su contrato,

seguirá percibiendo la prestación por incapacidad temporal

en cuantía igual a la prestación por desempleo hasta que se

extinga dicha situación, pasando entonces a la situación

legal de desempleo, en el supuesto de que la extinción se

haya producido por alguna de las causas previstas en el

apartado 1º del artículo 208, y a percibir, si reúne los re-

quisitos necesarios, la prestación por desempleo contribu-

tivo que le corresponda de haberse iniciado la percepción

de la misma en la fecha de extinción del contrato de tra-

bajo. En todo caso, se descontará del período de percepción

de la prestación por desempleo, como ya consumido, el

tiempo que hubiera permanecido en la situación de inca-

pacidad temporal a partir de la fecha de extinción del con-

trato de trabajo. La entidad gestora de las prestaciones por

desempleo efectuará las cotizaciones a la Seguridad Social

conforme a lo previsto en el párrafo b) del apartado 1 del

artículo 206, asumiendo en este caso la aportación que co-

rresponde al trabajador en su totalidad por todo el período

que se descuente como consumido.

El texto no ofrece duda, al menos para el lector bieninten-

cionado. Y no parece tener otra interpretación que la de

que, si el trabajador a quien se le extingue su contrato lo

que deja de percibir es la prestación por desempleo, debe

cobrar ésta, aunque su situación sea la de incapacidad tem-

poral. Por consiguiente, como la prestación contributiva

por desempleo lleva implícita la cotización a la Seguridad

Social por parte del INEM, éste debe efectuar el ingreso de

cuotas.

Lo que la modificación pretende es que se perciba una sola

prestación. El legislador ha optado por la de desempleo, es-

tableciendo en la cuantía de ésta el importe de la única

prestación a cobrar, con independencia de la entidad que

deba pagarla, en función de la situación del beneficiario.

También ha dejado claro que, en todos los casos, la entidad

gestora de las prestaciones por desempleo es responsable de

las cotizaciones, de las que no se puede privar al trabajador.

Diferente sería si la cuantía a percibir fuera la de incapaci-

dad temporal, porque en el caso del pago directo no existe

obligación de cotizar, pero el trabajador, aparte de no con-

sumir la prestación por desempleo, tendría la opción de

pagar un convenio especial con la Seguridad Social con la

mayor cuantía de la prestación respecto a la de desempleo.

Sin embargo, la entidad gestora interpreta de forma tan tor-

ticera la norma que incumple el tercer párrafo de su punto

primero, perjudicando al beneficiario que más protección

necesita: aquel que pasa sin solución de continuidad de la

situación de incapacidad temporal a la de incapacidad per-

manente, pues no le cotiza, por entender que si no recono-

ce prestaciones por desempleo con descuento por incapaci-

dad temporal, no procede la cotización a la Seguridad Social

por parte del INEM. Es decir, que al traba-

jador que estando en baja médica laboral

por causas comunes o profesionales se le

extingue la relación laboral, no puede per-

cibir la prestación por desempleo –si tiene

derecho a ella–, pero pasa a cobrar, del Ins-

tituto Nacional de la Seguridad Social o de

una mutua de accidentes de trabajo y en-

fermedades profesionales, la de incapaci-

dad temporal, en la cuantía correspondien-

te a la de desempleo. Ésta resulta sensible-

mente inferior, consume tiempo de prestación y no cotiza,

salvo si suscribe un convenio especial.

El mismo problema tienen aquellos desempleados que de

la situación de incapacidad temporal pasan a la de trabajo

activo con un nuevo contrato o que se jubilan, mientras

que si, en lugar de volver a trabajar o adquirir la condición

de pensionistas, continúan desempleados, obtienen el de-

recho a la cotización por parte del INEM, en la cuantía de

la base de desempleo, durante el período en que, estando de

baja médica, hayan consumido la prestación por desempleo.

No se entiende cómo el Instituto Nacional de Empleo ha

adoptado este criterio, a todas luces injusto. Porque en la

línea de evitar un abuso propicia agravios comparativos,

que perjudican especialmente a los que, por su salud o

edad, ven truncada definitivamente su vida laboral, que

comenzó a malograrse cuando perdieron el empleo por

causas ajenas a su voluntad.

pO p i n i ó n

La entidad gestora interpreta de forma torticera la

norma, perjudicando al beneficiario que más protec-

ción necesita: aquel que pasa sin solución de continui-

dad de la situación de incapacidad temporal a la de in-

capacidad permanente, pues no le cotiza
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Como en otras muchas cuestiones del ámbito socio-labo-

ral, el criterio definitivo tendrá que ser impuesto por el

Orden Jurisdiccional. No obstante, la primera de las sen-

tencias que conozco, del Juzgado de lo Social número 4 de

Zaragoza, de fecha 28 de junio de 2004, es proclive a la tesis

del INEM, con un razonamiento poco convincente a mi

entender, pues, tras recoger como fundamento de derecho

lo que establece el artículo 222.1 del Texto Refundido de la

Ley General de la Seguridad Social –tal como lo hemos en-

trecomillado en el párrafo tercero de este artículo–, declara

que: «No puede ser condenado el Instituto Nacional de

Empleo, dado que, como establece también el artículo

214.1 del Texto Refundido de la LGSS, sólo durante el pe-

riodo de percepción de la prestación por desempleo, la en-

tidad gestora ingresará las cotizaciones a la Seguridad So-

cial, es decir, que para que el INEM pueda ingresar las coti-

zaciones por desempleo, el desempleado ha de estar perci-

biendo la prestación por desempleo». De manera que, para

el autor de la sentencia, la redacción que a partir del día 1

de enero de 2002 tiene el artículo 222 de la Ley General de

la Seguridad Social, sólo es de aplicación en cuanto respec-

ta a cercenar derechos, pero no para otorgar los que, para

racionalizar las prestaciones, establece la norma.

Lo grave de este asunto es que parece que se ha perdido el

sentido común. ¿Cómo un trabajador que esté en situación

de incapacidad temporal va a inscribirse como demandan-

te de empleo si no puede trabajar? Incluso puede darse el

caso de que esté hospitalizado o con una enfermedad ter-

minal, aparte de que la norma no fija la necesidad de soli-

citar la prestación por desempleo para que opere lo esta-

blecido en el reiteradamente citado artículo 222.

Y más grave aún es que exista una descoordinación entre

las entidades del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,

hasta el punto que, en esta situación, la re-

caudadora, que es la Tesorería General de la

Seguridad Social, no reclame la deuda al

INSS ni se dé traslado a los servicios de ins-

pección. Mientras, el INSS, aun dando

como cierto que el espíritu de la reforma es

el que se recoge a lo largo de este pequeño

estudio, lo ignora en sus resoluciones y

considera que en estos casos el trabajador

se encuentra cobrando, en pago directo, la

prestación por incapacidad temporal, du-

rante la cual no existe obligación de cotizar, por lo que es

de aplicación el número cuatro del artículo 140 del Texto

Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en el

sentido de que si en el periodo que haya de tomarse para el

cálculo de las pensiones de incapacidad permanente por

contingencias comunes aparecieran meses durante los que

no hubiese existido obligación de cotizar, dichas lagunas se

integrarán con la base mínima para los trabajadores mayo-

res de dieciocho años; además, sí tendría derecho a la coti-

zación si proviniera de la situación legal de desempleo. ¿Es

que perder el empleo por causas ajenas a la voluntad del

trabajador no conllevaría la situación legal de éste?

Es muy lamentable la falta de coordinación de las entida-

des mencionadas en los párrafos anteriores. Especialmente

cuando la idea de una norma para evitar la concatenación

de prestaciones –a veces de forma fraudu-

lenta– partió de ellas, y ahora no quieren

entender que para los casos en que pueda

ocurrir esa concatenación se ha dejado en

una sola: la de desempleo. Para ella se ha

establecido la responsabilidad del pago de

las prestaciones a las entidades que cubren

la contingencia de incapacidad temporal, durante el límite

máximo de la duración de la misma, y del INEM una vez

transcurrido ese plazo, así como la del pago de la cotiza-

ción por contingencias comunes a la Seguridad Social ex-

clusivamente a cargo del citado instituto.

Artículo publicado en la Revista de Información

Laboral, Legislación y Convenios, de Editorial Lex

Nova. Número 21/2004 

pO p i n i ó n

No se entiende cómo el INEM ha adoptado este cri-

terio, a todas luces injusto. En la línea de evitar un

abuso propicia agravios comparativos, que perjudican

especialmente a los que ven truncada definitivamente

su vida laboral

¿Cómo un trabajador que esté en situación de inca-

pacidad temporal va a inscribirse como demandante

de empleo si no puede trabajar?





24

En el año 2003, este colectivo mantenía una realidad social

y económica digna de elogio, pues representaba el 14% del

empleo total en Europa. Todo ello, sin olvidar que a finales

del mismo año, en la Unión Europea, ya operaban más de

20 millones de empresas, de las cuales un 92,5% tenían

menos de nueve trabajadores, cifra que demuestra el gran

relieve de estos productores de empleo.

En Europa, el trabajador autónomo tiene un peso impor-

tante en países como España, Italia, Portugal y Grecia,

donde se supera la media europea del 13,9%. Por el con-

trario, alcanza menor repercusión en los países nórdicos y

Luxemburgo. 

Los autónomos tienen un desarrollo complejo y cambian-

te, ya que están presentes en la totalidad de los sectores,

aunque con diferente relevancia e incidencia, dado que,

junto a los más tradicionales, como son los profesionales

liberales, comerciantes, agentes comerciales, pymes y mi-

cropymes, cada vez surgen nuevos colectivos que se inte-

gran con distintos perfiles. No obstante, todos tienen un

fin común: trabajar para sí mismos y ofrecer un puesto es-

table y duradero a aquellos empleados que, casi de forma

familiar, trabajan con ellos, potenciando globalmente

nuestra economía.

Este colectivo, a finales del año 2004, ya contaba con más de

tres millones de afiliados, todos ellos, como es lógico, perte-

necientes al Régimen Especial de Trabajadores Autónomos

(RETA). Suponen más de 285.000 trabajadores agrarios por

cuenta propia, y 16.900 afiliados al Régimen Especial del Mar.

Porcentualmente, sobre un total de 17.244.550 trabajadores

dados de alta en la Seguridad Social, suponen un 17% de los

afiliados, es decir, un número muy considerable de mujeres y

hombres que vienen permanentemente creando empleo y

trabajando en unidades económicas de su propiedad.

En definitiva, mientras grandes empresas públicas hacen re-

conversiones, prejubilaciones y despidos objetivos con cargo

a los fondos públicos, las pymes, funcionando como cuenta-

gotas permanente, mantienen el empleo, pese a que el IPC de

marzo aumentara en ocho décimas. Este dato convierte a Es-

paña en el país más inflacionista de la zona euro, viniendo a

demostrar que las reformas económicas realizadas hasta la

fecha por el nuevo ejecutivo, no van a resolver el problema

de la inflación.

La proposición de Ley sobre la que se comenta en el editorial

de esta revista, puede suponer un gran avance para el traba-

jador autónomo, del mismo modo que lo fueron, en la últi-

ma legislatura, el abono de la prestación de incapacidad tem-

poral a partir del cuarto día de la baja médica, el reconoci-

miento como tal del  «Accidente de trabajo», o la integración

con el Régimen General de la Seguridad Social de la «Incapa-

cidad Permanente Total-cualificada» (permitiendo un incre-

mento del 20% de la prestación para los mayores de 55 años

de edad, así como las bonificaciones del 25% en la cuota para

los jóvenes menores de 30 años y mujeres mayores de 45

años de edad). Sin duda, de avanzar la citada proposición de

Ley, el siguiente paso debería ser la mejora del sistema de

prestaciones de este colectivo.

Esperemos, pues, que lo que hace años parecía un difícil logro

no sufra un retroceso, de manera que este colectivo pueda

mantener un empleo permanente entre quienes apuestan no

sólo por ellos, sino por el resto de la población activa.

José Blas Fernández Sánchez

Presidente del Colegio de Graduados Sociales de Cádiz

pO p i n i ó n

La importancia de los autónomos

Si de algo puede sentirse
orgulloso el actual mercado de
trabajo es de la magnífica
actuación que vienen
desarrollando los trabajadores
autónomos en las relaciones
laborales de nuestro país. 
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La Ley sobre medidas urgentes de fomento de la ocupa-

ción, una de las dos con las que el día 24 de mayo de

1994 se inició la reforma laboral, fue pensada para «lu-

char contra el paro y potenciar nuestra capacidad gene-

radora de empleo». Este objetivo se pretende lograr,

según puede leerse en su exposición de motivos, «mejo-

rando los servicios públicos de empleo, primando su efi-

cacia sobre inútiles cargas burocráticas que en nada me-

joran su intermediación en el mercado de trabajo, sino

que le impiden orientar su actividad hacia los colectivos

que realmente necesitan su intervención para garantizar

la igualdad de oportunidades en el derecho de acceso al

trabajo».

«En consecuencia –se dice en el mismo texto– se elimina

la obligación del empresario de contratar a través del Insti-

tuto Nacional de Empleo cuando lo que se requiera del

mismo no consista en la búsqueda del trabajador adecua-

do, sino en la simple constatación del previamente elegido

por el empresario, tal como ocurrió en más del 90 % de los

casos durante el último año. No obstante, se mantiene, a

efectos del necesario conocimiento del mercado de trabajo,

la obligación posterior del empresario de registrar los con-

tratos de trabajo o de notificar las contrataciones que efec-

túe al Instituto Nacional de Empleo».

Es decir, hace once años se suprimió la obligación de pre-

sentar ofertas de empleo con carácter general, y se eliminó

tal requisito, de forma particular, en las modalidades de

contratación que se modificaron o crearon entonces, crite-

rio que adoptaron también otras normas posteriores relati-

vas a contratos de trabajo. Sin embargo, el legislador se ol-

vidó de la contratación de trabajadores minusválidos, que

es un colectivo difícil de colocar, y mantiene la regulación

de la misma con una norma del año 1983, que obliga a so-

licitar el trabajador a la Oficina Pública de Empleo, cosa

que es contraria al espíritu de la mencionada Ley 10/1994,

sobre medidas urgentes de fomento de la ocupación.

Tal olvido puede tener como consecuencia que a algunas

empresas les sean denegados los beneficios establecidos por

la contratación de minusválidos, si se da la circunstancia

de que no los hayan solicitado al Servicio Público de Em-

pleo, es decir, por entender derogada esa obligación, esta-

blecida por un Real Decreto, al entrar en vigor una norma

de rango superior. La misma, con carácter general, suprime

tal requisito, cambiándolo por la obligación de registrar en

la Oficina Pública de Empleo, en el plazo de los diez días si-

guientes a su concertación, los contratos que deban cele-

brarse por escrito, o a comunicar, en igual plazo, las con-

trataciones efectuadas, aunque no exista la obligación legal

de formalizarlas por escrito.

Así, puede ocurrir que el empresario, en la creencia de que

la obligación impuesta por la Ley que establece la reforma

laboral en materia de contratación es la de registrar el con-

trato en los diez días siguientes a su contratación, lo cum-

pla y le sea admitido a trámite, incluso haciéndole presen-

tar una oferta de empleo en el momento de hacerlo. Sin

embargo, como la misma no es previa a la contratación, se

le denieguen los beneficios dimanantes del referido con-

trato varios meses después de que el trabajador esté pres-

tando servicios y aunque su contratación haya sido preci-

samente para obtener esas ventajas.

No se entiende que después del tiempo que ha pasado no

se haya corregido esa situación. Quizás sea para revestir de

una especial solemnidad a esta clase de contratación, pero

no tiene lógica, porque la oferta puede ser nominativa, de

manera que quien la hace ya declara haber elegido al tra-

bajador que le interesa, que es lo mismo que presentar el

contrato formalizado. Por ello, el legislador debería ocu-

parse de esta situación y suprimir un trámite poco prácti-

co, que representa un inconveniente para la agilidad de la

contratación en un colectivo en el que todos los gobiernos

tienen mucho interés.

Eloy Argos

pO p i n i ó n

Trámite ilógico 

para contratar minusválidos





Quince fueron los colegiados que se incorporaron a nuestro

Colegio en el último acto de Jura o Promesa, celebrado en

el Salón Regio de la Diputación Provincial. Los siguientes:

María del Carmen Ávila Arenas

Mª Antonia Bermúdez Gallardo

Francisco Cáceres Galván

Miguel Ángel Cruz Blanco

Miguel Duro Gómez

Antonio Jesús Fernández Carrera

Montserrat Garrido Chillarón

María Auxiliadora González Bautista

Pedro Luis Lozano González

Antonio Luna Rodríguez

Mariana Ortiz Trujillo

Mª Dolores Panadero Gómez

Arturo Paz Rivas

Francisco de Paula Sierra García

Concepción Torres Richarte

Tras el emotivo acto de Jura o Promesa, el presidente del

Colegio tuvo cariñosas palabras para el decano de la Facul-

tad de Ciencias del Trabajo, Severiano Fernández Ramos,

en las cuales le agradeció la colaboración que la Universi-

dad de Cádiz siempre mantiene con el Colegio.

Después, hizo un llamamiento a la actuación profesional

esmerada por parte de todos los/las nuevos/as colegia-

dos/as. De manera que en este difícil mundo de las rela-

ciones laborales, sepan ser auténticos testigos de la justicia

social y valedores de una mejora permanente de la ética y

de los valores profesionales, actuando siempre dentro de

una competencia leal.

Recordó que, tras el paso por la Universidad, se enfrentan

al complicado mundo real del trabajo, donde deben traba-

jar siempre dentro de la más estricta licitud, compartiendo

con el resto del colectivo las normas deontológicas cole-

giales pues «los compañeros siempre quedamos y los clien-
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Fotografía de los nuevos colegiados junto a los miembros de la Junta de Gobierno y otras personalidades que asistieron al acto
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tes pasan». Dijo también que se debe

mirar siempre hacia el Colegio que es

donde debemos estar concentrados para

aunar esfuerzos y poder conseguir los lo-

gros que nos propongamos.

Tuvo palabras de recuerdo, para quienes

habían colaborado en el esfuerzo de

poder hacer realidad el acto que se venía

celebrando; así como para los colegiados

que en este año nos habían abandonado.

En la fotografía, uno de los alumnos recibe
de manos del presidente del Colegio el
diploma acreditativo de dicha colegiación



El Colegio de Graduados Sociales de Cádiz celebró el día 29

de marzo su Junta General Ordinaria. Bajo la presidencia

de su titular, José Blas Fernández Sánchez, fueron aborda-

dos los siguientes temas:

Se solicitó del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales

mayor agilización en el trámite de los Partes de Accidentes

de Trabajo a través del Sistema Delt@. Esta vía telemática,

debido a su lenta y dificultosa conexión, ocasiona grandes

perjuicios a las empresas y a las mutuas de accidentes de

trabajo. Se trata de trámites laboriosos y que generan, por

medio de la firma electrónica, una gran responsabilidad en

quienes los tramitan.

El colectivo mostró también su preocupación por la «Ciu-

dad de la Justicia» de Cádiz, donde, hasta el momento, las

sedes de los órganos judiciales están totalmente repartidas y

con una infraestructura y condiciones de trabajo pésimas

tanto para el justiciable como para los profesionales. Por

ello, se instó a la Consejería de Justicia a que, con un sólido

presupuesto, actué de manera rápida y eficaz al respecto.

Respecto a la situación del PLEMCA, se abordó el retraso,

desde el año 2002, en el pago de las subvenciones a em-

presas, que dificulta no sólo la creación de empleo, sino la

credibilidad en los contratos por tiempo indefinido. Las

pymes son las más afectadas por esta situación reiterada-

mente denunciada.

Por otro lado, los graduados sociales pidieron que se im-

planten de nuevo las políticas activas de empleo, ya que la

creación de empleo, tanto femenino como en términos

globales, registra un retroceso importante en nuestra co-

munidad y provincia.

El colectivo debatió también sobre la situación académica

tras el Tratado de Bolonia. Cabe recordar que el rector de la

Universidad de Cádiz se ofreció a tener informado a nues-

tro colectivo sobre la adaptación de los estudios a la nueva

denominación de grado, que sustituye a las actuales carre-

ras universitarias.

En otro punto, se dejó patente la indefensión de los colegios

profesionales frente al intrusismo, así como la falta de cola-

boración de la Administración en su erradicación. Éste ge-

nera un daño irreparable a aquellos ciudadanos confiados

que, a la postre, quedan desamparados ante decisiones irre-

versibles tanto de la Administración como de los tribunales.
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Junta General Ordinaria

La nueva Junta de Gobierno de nuestro Colegio 



Por último, a propuesta de la Junta de Gobierno, la Junta

General solicitó por unanimidad la concesión de la Gran

Cruz de San Raimundo de Peñafort para el presidente del

Colegio, quien cumple treinta y cinco años en la profesión.

El trámite se realizará ante el Ministerio de Justicia por en-

tender que concurren méritos suficientes para que le sea

concedida. 

Al término de la Junta General se celebraron elecciones

parciales de la Junta de Gobierno, resultando elegidos, en

representación de los colegiados en ejercicio, los vocales

Fernando Manuel Arjona y Rosario Galiana, y en represen-

tación de los colegiados sin ejercicio, los vocales Jesús

Puente y Francisco J. Benítez.

Todos ellos prestaron juramento de su cargo ante la Junta

de Gobierno celebrada el pasado día 21 de abril en la sede

colegial. El presidente les alentó a que antepongan el inte-

rés general de la profesión a cualquier otro y recordó que

los avances realizados han sido gracias al esfuerzo y traba-

jo de quienes desinteresadamente han trabajado en elevar

y dignificar la profesión. Tuvo también palabras de agrade-

cimiento para la vocal saliente, Ana María Albertos León,

por la colaboración prestada y por su entrega a nuestro Co-

legio, esperando que no desfallezca en la tarea de seguir lu-

chando por esta profesión.

Tras la renovación, la nueva Junta de Gobierno quedó

constituida de la siguiente manera:

Presidente: José Blas Fernández Sánchez 

Vicepresidente: Ángel Luis Serrano Casal

Secretario General: Manuel Carlos Raposo Lagóstena

Vicesecretario: Federico Gómez Maline

Tesorero: Manuel Oliva Sánchez

Contador: Fernando Ml. Arjona González

Vocales:

- Ángeles María Moreno Virués

- Juan José Álvarez Leiva

- Francisco José Benítez de la Calle

- Luis Carrasco Quiñónes

- Rosario Galiana Vigo

- Jesús Puente Álvarez

Vocal residente en Ceuta: Miguel Casas López

Delegado en el Campo de Gibraltar: Gonzalo Cabrera

Saraiba
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Mesa presidencial de la Junta General Ordinaria

Jura de la nueva vocal electa Rosario Galiana Vigo Jura del vocal Fernando Manuel Arjona

Jura del vocal Francisco J. Benítez



Con Miguel López Aranda, Director Provincial de la Teso-

rería General de la Seguridad Social, se habló principal-

mente del Sistema RED. Se le insistió en un mayor control

de quienes no siendo colegiados ni pertenecientes a nin-

guna Corporación, actúan a través de una empresa autori-

zada enviando datos de otras empresas. 

Se trató de las notificaciones a los graduados sociales como

representantes de las empresas, volviéndose a incidir en

que el envío se hacía como consecuencia de no estar ac-

tualizada la dirección de éstas, por lo que se nos requirió

para que comunicáramos a todo el colectivo la necesidad

de tener actualizadas las direcciones de las mismas, pues

existen muchos casos con domicilios no actuales y ello

obligaba al envío antes referenciado. 

También se habló de los embargos de salario a trabajadores

de empresas que representamos, los cuales se harán al gra-

duado social. 

Y sobre la solicitud que por parte de los graduados sociales

se hacen de las «vidas laborales», cosa sumamente necesa-

ria para el desarrollo diario de las funciones que tenemos

encomendadas, cuya concesión, al parecer, está pendiente

de un informe de la Agencia de Protección de Datos.

Finalmente, se tomó el acuerdo de repetir trimestralmente

esta reuniones entre el Colegio y la Dirección Provincial de

la Tesorería de la Seguridad Social para exponer todas las

sugerencias, quejas o incidencias que vayamos recopilando

todo el colectivo.
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Visitas de la Junta de Gobierno

La Junta de Gobierno de nuestro colegio oficial se ha reunido con el
director provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social, con 
el subdelegado de Gobierno y con el rector de la Universidad de Cádiz. 
Lo hablado en cada una de las visitas se resume a continuación.

Tesorería General de la Seguridad Social

José Blas Fernández expone los motivos de la visita que realizaron algunos miembros de la Junta de Gobierno al director
provincial de la Tesorería de la Seguridad Social



El rector de la Universidad de Cádiz, Diego Sales Márquez,

se mostró muy receptivo con nuestras reivindicaciones aca-

démicas y prometió seguir impulsando las buenas relacio-

nes que la Universidad de Cádiz mantiene con nuestro Co-

legio Profesional. Explicó ampliamente todo lo que conlle-

vará el nuevo sistema de titulación, motivado por la “De-

claración de Bolonia” y la dirección tomada por las diver-

sas reformas de la enseñanza superior que ya está haciendo

que determinados gobiernos europeos se vengan pronun-

ciando con medidas que muy pronto tendremos en nues-

tra universidad. Se comprometió a mantener informado a

nuestro Colegio de todo ello, pues precisamente nuestra

profesión no tiene competencias en Europa como ocurre a

otras, para determinar los créditos a realizar. Además, Sales

Márquez añadió que se ofrecerá gustosamente para que se

lleve a cabo dentro de la Universidad de Cádiz.

Por otro lado, se trató con el rector de los diversos conve-

nios que mantenemos con la Universidad de Cádiz y en

especial, con la Facultada de Ciencias del Trabajo. Son con-

venios que han dado un magnífico fruto y que permane-

cen en vigor desde su firma. 

También se recordó la necesidad de incluir entre el profe-

sorado de la diplomatura en Relaciones Laborales y Cien-

cias del Trabajo a personas con la titulación de graduado

social, de manera que se mejore  la calidad de la enseñan-

za de ciertas materias para que resulten más viables a quie-

nes cursan esos estudios. 

Por último, se habló sobre la forma en la que se está lle-

vando a cabo el desarrollo del Segundo Ciclo o Licenciatu-

ra en Ciencias del Trabajo y la forma en la que se está lle-

vando a cabo su desarrollo, así como sobre el título propio

que creó la Universidad de Alcalá de Henares denominado

«Técnico Superior en Relaciones Industriales» (CIRI) y que

poseen muchos graduados sociales de nuestro Colegio, el

cual va a ser tenido en cuenta para quienes obtengan el

nuevo grado.

Nuestro presidente, José Blas Fernández Sánchez, dejó

constancia al rector de constante entrega y colaboración

prestadas por el actual vice-rector de alumnos David Al-

morza, y por el decano de la Facultad de Ciencias del Tra-

bajo y de la Escuela de Relaciones Laborales, José Sánchez.
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Universidad de Cádiz 

Diego Sales Márquez, rector de la Universidad de Cádiz, y varios miembros de la Junta del Colegio 



Con el Subdelegado del Gobierno, Sebastián Saucedo, se

trataron temas que no sólo atañen las cordiales relaciones

que mantiene nuestra corporación con los organismos de-

pendientes del Gobierno Central, sino con todo aquello

que, de alguna manera, beneficia a nuestra actuación pro-

fesional frente a la Administración y a los administrados.

José Blas Fernández Sánchez, agradeció a Saucedo su recep-

tividad para con los graduados sociales, deseándole toda

clase de aciertos en el desempeño de su función. Se trata-

ron en la reunión temas de interés tales como:

✓ La relación de nuestra profesión con el Sistema RED,

planteándose algunas deficiencias que ya en su momento

fueron dadas a conocer al Director de la Tesorería de la Se-

guridad Social. 

✓ La potenciación de nuestra figura profesional en el en-

torno de las prestaciones de la Seguridad Social y el man-

tenimiento de un diálogo permanente frente a toda la pro-

blemática que conllevan las pensiones en los distintos sis-

temas de la Seguridad Social.

✓ Se le solicitó un estudio jurídico para que en algunos or-

ganismos dependientes de la Administración Central

donde actuamos permanentemente se inserten en determi-

nadas dependencias de éstos nuestras competencias profe-

sionales. 

✓ Y se le ofreció nuestra colaboración para evitar fraudes

en la contratación y a la Seguridad Social, que suelen pro-

ducirse por el intrusismo profesional, ya que quienes lo

practican no tienen el suficiente conocimiento de las ma-

terias que nosotros dominamos y eso perjudica a las em-

presas, a los trabajadores y a la sociedad en general.
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Subdelegación del Gobierno

De izda. a dcha., Sebastián Saucedo, José Blas Fernández y
Manuel Oliva

Momento de la reunión con el subdelegado del Gobierno, Sebastián Saucedo
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El ministro de Trabajo y el presidente de nuestro Colegio se saludan ante la atenta mirada de Teófila Martínez, alcaldesa de Cádiz

Inauguración del nuevo edificio 

de la TGSS en Cádiz

El 15 de enero de 2005 fue inaugurada por el ministro de

Trabajo, Jesús Caldera, la nueva sede gaditana de la Direc-

ción Provincial de la Tesorería General de la Seguridad So-

cial, en funcionamiento desde septiembre de 2004. 

Nuestro Colegio tuvo un gran protagonismo en el acto de

inauguración, al estar invitado nuestro presidente. Tam-

bién estuvieron presentes la alcaldesa de la ciudad, Teofila

Martínez, el consejero de Empleo, Antonio Fernández, el

vice-consejero de Empleo, Agustín Barberá, el director pro-

vincial de la Tesorería, Miguel López, altos funcionarios de

la Administración representados por el subdelegado del

Gobierno, miembros de la Inspección de Trabajo y Seguri-

dad Social, ex directores de la Tesorería de la Seguridad So-

cial y demás agentes sociales de nuestra provincia.

Durante la inauguración, Jesús Caldera departió con las au-

toridades presentes sobre distintos temas de actualidad que

afectan a nuestra profesión y quiso resaltar el aumento de

los afiliados a la Seguridad Social en la provincia de Cádiz. A

lo largo de la visita al edificio, nuestro presidente transmitió

al ministro aspiraciones de nuestro colectivo para con la Ad-

ministración, en especial en materia de Seguridad Social. 

El nuevo edificio, es obra del arquitecto Rafael Otero y co-

locó la primera piedra el ex-ministro de Trabajo Juan Car-

los Aparicio, propulsor del mismo. De gran luminosidad y

vistas al mar, hará más agradable el trabajo de los funcio-

narios y facilitará la labor diaria de los graduados sociales,

quienes mantienen excelentes relaciones con la Tesorería

de la Seguridad Social, como corroboró Miguel López,

quien se mostró presto a anotar cualquier sugerencia.

Desde el Colegio deseamos un espléndido desenvolvimien-

to de los funcionarios de la TGSS y que nuestras relaciones

sigan siendo fluidas en todo aquello que beneficie a nues-

tros representados. Al fin y al cabo, es la función que la Se-

guridad Social mantiene con la ayuda de nuestro colectivo.
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Nuestro presidente, José Blas Fernández Sánchez, en su ca-

lidad de senador por la provincia de Cádiz, conversó re-

cientemente, sobre temas que atañen a las competencias

profesionales de los graduados sociales, con el presidente

del Consejo General del Poder Judicial, Francisco José Her-

nando Santiago, así como con el vicepresidente, Fernando

Salinas Molina, y uno de los vocales, Carlos Ríos Izquier-

do.

Hablaron principalmente sobre la conveniencia de que de-

terminados asuntos que ahora son competencia del Orden

Contencioso-Administrativo pasen a ser ventilados en el

Orden Social, un asunto en el cual desde hace tiempo el

presidente de nuestra Corporación está poniendo mucho

empeño, incluso en el sentido de que se haga una propo-

sición de Ley para lograrlo.

Nuestro presidente con la cúpula del CGPJ

Francisco José Hernando, presidente del CGPJ departiendo
con José Blas Fernández, presidente del Colegio de Cádiz



El día 14 de abril se formalizó en Jaén un protocolo de co-

laboración entre la Consejería de Empleo de la Junta de

Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de

Graduados Sociales. Los firmantes fueron, por parte de la

Junta, Antonio Fernández García, titular de la citada Con-

sejería, y por parte de nuestro órgano representativo, su

presidente, Francisco A. Rodríguez Nóvez.

En virtud de este protocolo, la Consejería de Empleo se

compromete a arbitrar los cauces necesarios para la partici-

pación del Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Gra-

duados Sociales en el Programa Territorial de Objetivos de

inspección que se realiza con carácter anual, participación

previa a su aprobación por la Comisión Territorial de An-

dalucía. Del mismo modo, se obliga a presentar en cada

uno de los Colegios Oficiales de Graduados Sociales, y con

carácter anual, el correspondiente Programa Territorial de

Objetivos de inspección.

Otro compromiso determinado en este protocolo es el de

destinar, en función de las disponibilidades presupuesta-

rias y previo cumplimiento de los trámites administrativos

correspondientes, ayudas al Consejo Andaluz de Colegios

Oficiales de Graduados Sociales, a fin de materializar las ta-

reas de colaboración que se determinen en las materias

acordadas. Por otro lado, la Consejería deberá crear una co-

misión permanente formada por representantes de ambas

entidades, cuya misión será la de servir de instrumento de

colaboración en la ejecución del protocolo, y, en conse-

cuencia, la determinación de los objetivos a seguir y el de-

sarrollo de los acuerdos que se adopten.

Por su parte, el Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de

Graduados Sociales se compromete, mediante los oportu-

nos convenios particulares que se suscriban, a contribuir

en la reducción de los índices de temporalidad en la con-

tratación laboral (así como de los de siniestralidad laboral),

a aflorar la economía irregular y a establecer en las empre-

sas asesoras códigos de conducta de responsabilidad social

corporativa, entendiendo que dicho compromiso queda

circunscrito a los frutos que surjan de su labor de asesora-

miento e información a las empresas que representa.

Los días 17 y 18 de mayo se llevaron a cabo unas jornadas

en Brcelona sobre el futuro de los colegios profesionales, en

las que Carlos Carnicer, presidente de la Unión Profesional,

señaló que resulta imperioso que el legislador clarifique sus

posturas y que desarrolle oportunamente el artículo 36 de

la Constitución Española, relativo a los colegios profesio-

nales. La legislación vigente de colegios profesionales data

de 1974 y, aunque se han realizado posteriores reformas,

resulta incapaz de dar respuesta a las necesidades que la so-

ciedad tiene planteadas y al complejo marco legislativo es-

tatal, autonómico y comunitario. 

El colegiado y su percepción del colegio centró gran parte

de su intervención, pues para Carnicer «a la vista de la opi-

nión que algunos colegiados tienen de su colegio, hay que

plantearse si tenemos colegiados o cautivos». «Si para mu-

chos la respuesta es la segunda, la única explicación que

cabe es la de la ignorancia. No hemos sido capaces de tras-

ladar a cada uno de los colegiados las ventajas que se deri-

van de la colegiación y son muchas y muy concretas».

En el terreno de la competencia consideró que es «el ele-

mento renovador de las organizaciones profesionales más

importante de los últimos tiempos, pero que también

puede convertirse en un elemento distorsionador de las

profesiones en el futuro». A partir de ahora, sobrevivirán

los mejores y esa debe de ser nuestra lucha: ser los mejores

a través de más formación y mejor praxis profesional.
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Colaboramos con la Junta de Andalucía

Se ha firmado un protocolo de colaboración entre la Consejería de Empleo de la Junta

de Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Graduados Sociales

El futuro de los colegios profesionales
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Más de 200 compañeros participaron recientemente en el

almuerzo-baile celebrado por nuestro Colegio en ocasión

de la entrega de distinciones a aquellos que en 2004 acre-

ditaron una colegiación ininterrumpida de 15, 25 o 35

años. 

Nuestro presidente, José Blas Fernández Sánchez, se dirigió

a los presentes con la voluntad de resaltar los valores que

deben tener quienes ejercen esta digna profesión. Del

mismo modo, destacó el esfuerzo que a diario deben dedi-

car para poder estar en todo momento reciclados y dar un

asesoramiento integral de todas las materias que tratan,

tanto por su condición de asesores jurídico-laborales y de

Seguridad Social, como de todas aquellas obligaciones fis-

cales que debe cumplir todo ciudadano. Para Fernández

Sanchez, es altamente loable la entrega y constancia de

unos profesionales que tan buen papel vienen realizando

en el mundo de las relaciones laborales, haciendo merece-

dor a nuestro colectivo del reconocimiento de la sociedad

actual.

Entre las distinciones destacó la Medalla de Oro al Mérito

Profesional entregada al actual vicepresidente de esta cor-

poración, Ángel Luis Serrano Casal, quien ha formado

parte de la Junta de Gobierno en diferentes cargos, como

vocal, tesorero y secretario. Por ello, nuestro presidente, en

un breve pero emotivo parlamento, le agradeció su entrega

desinteresada en beneficio del colectivo y de nuestra pro-

fesión.

Las distinciones que se entregaron fueron las siguientes:

Medalla  de  Bronce  al Mér i to

Profesional (15  años) :

José Antonio Hinojo Olmedo

Ángel Caballero Romero

Inmaculada Cuenca Corbacho

Manuel García Castilla

Gaspara Valenzuela Espinosa

Jesús Sánchez Caro 

José Gutiérrez González 

José Luis Mellado Durán 

José Miguel Villegas García 

Joaquín Manuel Doña Oliva 

Diploma acredi tat ivo  por  20  años

ininterrumpidos de colegiación:

Antonio Carrión López

Manuel Pinedo Mota

Medalla  de  Plata  al Mér i to  Profesional

(25  años) :

Julio Castilla Dorado

Manuel Morillo Castro

Medalla  de  Oro  al Mér i to  Profesional

(35  años) :

José Blas Fernández Sánchez

Ángel Luis Serrano Casal

Colegiados Galardonados

José Blas Fernández, acompañado de los miembros de la Junta, dirige unas palabras a todos los asistentes al acto



El pasado día 13 de mayo, como consecuencia del reciente

acuerdo firmado por la Consejería de Empleo de la Junta de

Andalucía y el Consejo Andaluz de Graduados Sociales, se

celebró en el Instituto de Fomento y Empleo de Cádiz una

jornada sobre «La programación territorial de objetivos de

la Inspección de Trabajo en Andalucía». La apertura corrió

a cargo de Francisco Javier Guerrero Benítez, director gene-

ral de Trabajo y Seguridad Social de la Junta de Andalucía,

quien, en su parlamento, hizo notar la necesidad de contar

con los graduados sociales. Según indicó, si algo lamenta-

ba era no haber podido interactuar antes con este colecti-

vo de profesionales, con el que piensa mantener un estre-

cho contacto en adelante, pues los considera los auténticos

especialistas y asesores de las pymes.

El presidente de nuestro Colegio, José Blas Fernández, agra-

deció la deferencia de la Consejería de Empleo de elegir

Cádiz para llevar a cabo tan importante evento. Tuvo pala-

bras de afecto para el titular de la Consejería y dijo que la

misma iba a recibir, de manera recíproca, el esfuerzo y el

trabajo de todo el colectivo de graduados sociales. Por su

parte, el presidente del Consejo Andaluz y del Colegio de

Jaén, Francisco A. Rodríguez Nóvez, ratificó las palabras del

presidente y añadió que las ocho provincias andaluzas son

testigos del esfuerzo que la Consejería de Empleo realiza en

pro de los graduados sociales. Terminó agradeciendo su

presencia a los presidentes de los colegios de Almería, Elvi-

ra Jiménez; de Málaga, Joaquín S. Ruiz; y de Granada, José

Esteban Sánchez, y lamentando que, por razones de salud,

no hubiera podido asistir José Ruiz, de Sevilla.
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Objetivos de la Inspección

de Trabajo en Andalucía

El consejero de Empleo, Antonio Fernández García, atendió a los
medios de comunicación que cubrieron el acto. A su derecha (iz-
quierda de la imagen) aparece el presidente del Colegio de
Cádiz, y a su izquierda el del Consejo Andaluz de Colegios

Desde la mesa presidencial de clausura, el presidente del Consejo Andaluz de Colegios y del Colegio de Jaén, Francisco A.
Rodríguez Nóvez, se dirige a los asistentes



Plan de inspección de Cádiz
En cuanto al plan presentado el día 13 de mayo cabe des-

tacar que para Cádiz se incorporará el control de la contra-

tación laboral, pues la provincia tiene un índice de tempo-

ralidad del 90%, mientras que la actividad sancionadora se

ha revelado insuficiente para reducir esta tendencia. Las ac-

tuaciones en ese campo se harán en las 350 empresas en las

que se ha detectado mayor contratación temporal sin jus-

tificación. Con ello se estima que aflorarán más de 3.000

contratos irregulares.

Otro mal que afecta a la provincia de Cádiz es el trabajo re-

alizado por personas que no están dadas de alta en la Se-

guridad Social. Para atajarlo se pretende hacer 6.000 ins-

pecciones en los sectores de hostelería y servicios.

Por otro lado, el sector de la construcción será objeto de

casi 3.000 visitas para el control de la prevención de ries-

gos, tercer objetivo prioritario de la Inspección, depen-

diente de la Consejería de Trabajo, la cual está muy intere-

sada también en que sean bien notificados los siniestros.

Todo ello con el fin de poder evitar la alta siniestralidad,

pues en el año 2004 se registraron 21.898 accidentes en nues-

tra provincia, de los cuales 6.512 fueron en el sector de la

construcción, al que le siguió en número el de la industria.

Asímismo, se ha establecido que se controlará la cotización

a la Seguridad Social en 250 empresas, al igual que el cum-

plimiento, en aquellas que superen los 50 trabajadores, de

la obligación de contratar a personas con discapacidad.

En la clausura del acto el consejero de Empleo tuvo pala-

bras de aliento para el colectivo y agradeció poder dar cie-

rre a estas jornadas en Cádiz, pues como jerezano está muy

sensibilizado con todos aquellos problemas de nuestra pro-

vincia. Prometió que no sólo será constante en potenciar el

mercado laboral, evitando las deficiencias que hoy tiene,

sino que además llevará a cabo su gestión con el apoyo de

los graduados sociales, a los que conoce por su buen hacer

y por haber ejercido su profesión de abogado junto a no-

sotros, teniendo entre el colectivo muchos y buenos com-

pañeros de trabajo. En particular, aludió especialmente al

presidente de nuestro Colegio, por la vieja amistad que les

une y porque gracias a él conoció la entrega y profesiona-

lidad de nuestro colectivo. Para terminar, aseguró que a

partir de ahora, junto al cuerpo de la Inspección de Traba-

jo –representada en el acto por el jefe de la Inspección Pro-

vincial de Cádiz, Luis Néstor Ramírez, y por un nutrido nú-

mero de inspectores–, los graduados sociales serán los pri-

meros en conocer todos los programas que la Consejería re-

alice en los próximos años.
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Los presidentes de los Colegios se fotografiaron con Francisco J. Guerrero Benítez, director general de Trabajo y Seguridad Social
de la Consejería de Empleo. De izquierda a derecha aparecen: Joaquín S. Ruiz (Málaga), Francisco A. Rodríguez Nóvez (Jaén),
Francisco J. Guerrero Benítez, José Blas Fernández (Cádiz), Elvira Jiménez (Almería) y José Esteban Sánchez (Granada)
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En dicho acto estuvieron presentes varios miembros de la

Junta de Gobierno del Colegio, encabezados por su presi-

dente, José Blas Fernández Sánchez, quien tuvo para el ho-

menajeado entrañables palabras por su buen hacer y por su

entrega en todos y cada uno de los cargos que ha venido

desempeñando. Dejó constancia de la magnífica profesio-

nalidad del compañero Serrano y de sus valores como per-

sona a lo largo de todo este tiempo.

Serrano Casal contestó a estas palabras mostrándose sor-

prendido por este gesto de los colegiados de La Isla, del que

no se consideró merecedor, pues lo único que dijo haber

hecho era cumplir como graduado social. Por último, ex-

hortó a todos los compañeros a que antepusieran el interés

general de la profesión a cualquier otro, primando el com-

pañerismo, la ética, la amistad y la honradez profesional.

Ángel Luis Serrano Casal,

homenajeado en San Fernando

El homenjeado, Ángel Luis Serrano, sentado en el centro, acompañado de algunos de los asistentes al almuerzo-homenaje

El pasado 11 de marzo los
compañeros de la localidad de
San Fernando mantuvieron un
almuerzo de confraternidad con el
vice-presidente del Colegio, Ángel
Luis Serrano Casal, con motivo de
la concesión en el mes de
diciembre de la Medalla de Oro al
Mérito Profesional al cumplir 35
años ininterrumpidos de ejercicio
profesional.
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Desde el mes de julio del año 1997 está pendiente de regla-

mentación la calificación de la incapacidad permanente y la

valoración de las enfermedades a efectos de la determina-

ción de los distintos grados. Otra cosa que el legislador

obvia, aun siendo muy necesaria, es acomodar el concepto

de accidente de trabajo a las situaciones que se producen en

la actualidad y evitar la proliferación de las mismas debidas

a causas de dudosa procedencia laboral. 

Hay que listar las enfermedades que, por no provenir de un

accidente traumático, sino por manifestarse durante la pres-

tación de servicios, han de ser consideradas accidentes de tra-

bajo. Entre éstas, además de los infartos, quizás puedan estar

el estrés laboral, el acoso psicológico en el trabajo (mobbing)

y el síndrome de agotamiento profesional (burn out).

Actualmente, los tribunales tienen posturas contradictorias

en cuanto a reconocerlas como accidentes de trabajo con

fundamento en el artículo 115. 2e) de la Ley General de la

Seguridad Social, que considera accidentes de trabajo las

enfermedades que tienen como causa exclusiva la ejecu-

ción del mismo. 

El estrés laboral es una reacción emocional al trabajo reali-

zado; el síndrome “burn out” produce ansiedad o depre-

sión por no equiparase las expectativas a la realidad del

marco laboral, y el “mobbing” es una conducta agresiva o

vejatoria ejercida sobre el trabajador, que destruye su au-

toestima para conseguir que se despida. Todos estos casos

no son fáciles de demostrar, ni siempre sus patologías son

consecuencia exclusiva de la relación laboral.

Estrés laboral

Con independencia de la regularización que se está llevan-

do a cabo de los inmigrantes que reúnen determinados re-

quisitos, el Reglamento de la Ley Orgánica sobre derechos

y libertades de los extranjeros en España establece como re-

quisito para la concesión de autorizaciones de residencia y

trabajo por cuenta ajena a trabajadores extranjeros, que no

existan demandantes nacionales adecuados y disponibles.

Por eso se va a elaborar un catálogo de ocupaciones de di-

fícil cobertura. Tendrá una periodicidad trimestral y será re-

dactado en la primera quincena natural de cada trimestre,

con la información suministrada por los servicios de em-

pleo de las comunidades autónomas, previa consulta con

la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración. Para deter-

minar las ocupaciones se tendrán en cuenta: la media de

demandas de los últimos doce meses por parte de personas

que se encuentran solicitando una determinada ocupa-

ción; el número de puestos de trabajo que los empleadores

han ofertado a lo largo del año; el número de puestos de

trabajo para los que no se ha encontrado el candidato idó-

neo, y el número de contratos que se han comunicado a los

servicios públicos de empleo en el último año. Así se ob-

tendrá la relación de ocupaciones cuyo valor media de de-

manda sea cero, y se elaborará la media provincial con el

fin de conocer aquellos empleos que deben incluirse en el

catálogo por tener un valor igual o inferior a la media pro-

vincial. En cada autonomía se podrán incluir o excluir del

catálogo aquellas ocupaciones que la experiencia en la ges-

tión aconseje.

Ocupaciones sin cobertura
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En Francia se han llegado a declarar inconstitucionales al-

gunas leyes cuyo contenido no es claro o da lugar a dife-

rentes interpretaciones. Contrariamente, en España resul-

tan confusas hasta algunas normas dictadas para aclarar o

complementar otras de rango superior. Una reciente es la

Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales por la

que se desarrollan las normas de cotización a la Seguridad

Social, desempleo, Fondo de Garantía Salarial y formación

profesional para el año 2005. Especialmente en lo que se

refiere al RETA, que desarrolla el artículo 100 de la Ley de

Presupuestos Generales del Estado. Pero como la anulación

por ese motivo no está contemplada en nuestro sistema le-

gislativo, hay que seguir ejercitando el ingenio y la buena

fe para llevar a cabo correctamente lo legislado.

En esa Orden, además, se sigue manteniendo la rebaja de la

base mínima de cotización para los trabajadores menores de

31 años y mujeres de 45 o más durante los tres años inme-

diatamente siguientes a la fecha del alta, si ésta es inicial en

el régimen de trabajadores por cuenta propia. 

Y se da la circunstancia de que se había anunciado la rec-

tificación de ese precepto en el sentido de no variar las

bases, ya que eso, la única ventaja que tiene es el menor

pago inicial, pero conlleva percibir prestaciones de cuan-

tía inferior. Es decir, que se ha perdido la oportunidad de

favorecer realmente a los colectivos citados estableciendo,

por ejemplo, un tipo de cotización más bajo aplicable sólo

a la base mínima.

Normas confusas

Entre octubre de 2001 y febrero de 2003, Mutual Cyclops

puso en marcha en su propia sede un plan integral de pre-

vención de riesgos laborales centrado en reducir la exposi-

ción al humo del tabaco en el centro de trabajo. Mutual Cy-

clops aplicó la política de trabajo libre de humos en un edi-

ficio de oficinas de siete plantas, con un equipo humano de

casi 200 trabajadores en despachos compartidos. De ellos, al

inicio de la experiencia, un 77% reconocía trabajar junto a

compañeros que fumaban. 

La experiencia tenía el doble objetivo de mejorar el entorno

laboral de los empleados de la compañía y, al mismo tiem-

po, realizar un estudio acerca de los resultados que la aplica-

ción de este tipo de políticas puede generar en una empresa

perteneciente al sector servicios. Entre las medidas adopta-

das, Mutual Cyclops decidió restringir las áreas de fumado-

res (una en cada planta) a espacios adecuadamente ventila-

dos y señalizados y evaluó el porcentaje de personas que tra-

bajaban junto a compañeros fumadores. Se ubicó asimismo

la normativa escrita en lugares visibles y se ofreció un pro-

grama de deshabituación dirigido a empleados fumadores.

Tras 14 meses de aplicación del plan, los resultados de una

encuesta respondida de forma anónima, indicaban que el

porcentaje de empleados expuestos al humo del tabaco de

compañeros fumadores se había reducido hasta el 13%, y

más del 60% de los trabajadores de Mutual Cyclops consul-

tados aseguraba haber experimentado una notable reduc-

ción del humo de tabaco en su entorno laboral habitual. De

hecho, la prevalencia de tabaquismo se redujo en un 8,2%,

verificándose asimismo un significativo descenso en el con-

sumo medio diario de cigarrillos entre las personas que con-

tinuaban fumando. Todo ello permite concluir que la pues-

ta en práctica de este tipo de programas genera beneficiosos

resultados, incluso sin necesidad de establecer la prohibición

expresa de fumar en el puesto laboral. Tan sólo la delimita-

ción de las áreas donde está permitido fumar constituye una

medida suficiente para reducir de forma significativa la ex-

posición de los trabajadores al humo de sus compañeros fu-

madores y hasta estimula a éstos a dejar el hábito o a redu-

cir el consumo de tabaco. La experiencia descrita es fiel re-

flejo del compromiso que Mutual Cyclops mantiene con la

salud laboral y la seguridad en el trabajo, y consolida su ob-

jetivo de potenciar toda una cultura de la prevención de los

riesgos laborales entre trabajadores y empresarios.

Empresas sin humos: política integral

de prevención de riesgos



En marzo de 2001 fue derogada la disposición del Estatuto

de los Trabajadores que permitía establecer en los conve-

nios colectivos una edad para la jubilación obligatoria, por

entender que la misma estaba apoyada en situaciones de-

mográficas y del mercado de trabajo que ya no eran reales.

Pero tal derogación acarreó lagunas legales que motivaron

procesos judiciales con muy distintos resultados. Esta cir-

cunstancia ha hecho pensar en volver a establecer de nuevo

esa posibilidad, conciliando adecuadamente los derechos in-

dividuales de los trabajadores con los intereses colectivos.

Para ello se pretende modificar de nuevo el Estatuto de los

Trabajadores, mediante un Real Decreto-Ley en cuyo bo-

rrador se lee que, en los convenios colectivos, el estableci-

miento de cláusulas que posibiliten la extinción del con-

trato de trabajo por cumplimiento por parte del trabajador

de la edad ordinaria de jubilación fijada en la normativa de

la Seguridad Social, deberá vincularse a los objetivos cohe-

rentes con la política de empleo expresados en el convenio

colectivo, tales como la mejora de la estabilidad en el

mismo, la transformación de contratos temporales en in-

definidos, el sostenimiento del empleo, la contratación de

nuevos trabajadores o cualesquiera otros que se dirijan a

favorecer la calidad del empleo. Ello, si se aprueba así, ten-

drá que ser concretado en otras normas de rango inferior,

para evitar que los objetivos que se expresen en los conve-

nios motiven procesos judiciales, no sólo entre las partes,

sino en demanda de la nulidad de los mismos.
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Jubilación obligatoria

A3 Software, empresa dedicada de forma exclusiva al desa-

rrollo de software de gestión para despachos profesionales

y departamentos de personal y recursos humanos de em-

presas, ha lanzado al mercado A3REN 2004, la nueva ver-

sión del programa diseñado por A3 para la realización de

las Declaraciones de Renta y Patrimonio. 

La principal novedad de la nueva versión de A3REN es que

enlaza on line con la web de la Agencia Tributaria

(www.aeat.es) y permite importar los datos fiscales que

están en poder de este organismo directamente a la aplica-

ción A3REN. Asimismo, desde el programa es posible tam-

bién consultar el estado de tramitación de las devoluciones

de IRPF y consultar las declaraciones presentadas por In-

ternet. Para facilitar al máximo la realización de estos pro-

cesos, A3REN ha incorporado un asistente que ayuda al

usuario en la importación de datos.

A3REN 2004 destaca también por disponer de un sistema

inteligente de asesoramiento on-line personalizable por el

usuario. La aplicación ofrece los consejos fiscales más ade-

cuados para cada declarante en función de sus datos perso-

nales y económicos. A3REN lanza un mensaje de aviso con

un consejo de asesoramiento, informando por ejemplo

sobre los clientes a los que les sería aconsejable recomen-

dar que hagan aportaciones a un plan de pensiones o que

realicen amortizaciones parciales de hipoteca, o bien a los

que les resultaría beneficioso alquilar alguna de las viviendas

que tienen en propiedad, etc. A3REN incorpora por defecto

una serie de criterios de asesoramiento pero el usuario puede

crear nuevos o modificar los existentes, según sus intereses. 

Por otro lado, A3REN incorpora un localizador que permi-

te detectar automáticamente a los declarantes que cum-

plen con un perfil patrimonial concreto, definible por el

asesor (por ejemplo: declarantes que tengan locales y fin-

cas rústicas, que tengan más de 55 años, que su volumen

de renta sea superior a 40.000 Euros, etc.). R

A3 lanza A3REN 2004, 
solución que enlaza on line con la web de la AEAT






